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PRESIDEN: Señores Representantes Carmelo Vidalín, Presidente y Martín Tierno, Vicepresidente. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo D. Abdala, Marcelo Bistolfi, Raúl Olivera y Luis Puig. 
ASISTE: Señor Representante Pablo Iturralde Viñas. 


INVITADOS: Por el Sindicato Único Nacional de los Trabajadores del Mar y Afines (SUNTMA), 
señores Jorge Vignolo, Presidente; Carlos Vega, Secretario General; Carlos Fagúndez, 
Héctor Sosa, César Larrañaga y Sergio Rocha. 


Por la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay (CAPU), señores Juan Sístori 
Maggioli (Alberana S.A.), Juan Calvelo Fernández (CIUPSA) y Gino Settin (Obirey y 
Pontesol) y doctor Gúzman Acosta y Lara, asesor. 


Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, señores Eduardo Brenta, Ministro; Nelson 
Loustaunau, Subsecretario y Hugo Barreto, asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vidalín).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Jorge Vignolo, Presidente del SUNTMA, a Carlos Vega, 
Secretario General, Carlos Fagúndez, miembro, Héctor Sosa, delegado del Comité de Base, César Larrañaga, 
Secretario de Propaganda y Sergio Rocha, delegado de base. 


SEÑOR VEGA.- No queremos referirnos exclusivamente a si la ley existe o no, sino a un acta de 
acuerdo, firmada el 28 de julio, donde se establecía un reintegro de algo que veníamos negociando y 
que la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay, hasta ahora, sigue pagando. Firmamos este 
acuerdo con las empresas más representativas del sector, reunidas en CAPU, con las que discutimos 
durante seis meses, porque este problema no aparece en julio, sino que hace meses que se viene 
discutiendo 


Los puntos de reivindicación eran este reintegro y todo lo que tiene que ver con un séptimo, porque 
entendíamos que su división era el total devengado, pero en el convenio colectivo quedó estampado. 
Consultamos a nuestros asesores jurídicos, quienes manifestaron que el reclamo de los trabajadores no 
correspondía, y en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social dijimos que el reclamo de un séptimo no era 
correcto, no era válido. Pero seguimos discutiendo qué se podía hacer con esta ley. Inclusive, el acta que 
firmamos con CAPU establece que hay coincidencias en cuanto a que la ley no existe más, que está 
derogada. 


Pero, por fuera de todo eso, llegamos a un acuerdo donde se establecía la retroactividad de dos años y el pago 
de dicho reintegro a la finalización del convenio colectivo el 30 de abril de 2013. Si hubiera una prórroga, el 
acuerdo seguiría vigente hasta la denuncia del convenio colectivo. 


Seguimos discutiendo con CAPU sobre todos aquellos trabajadores que estuvieran en el sector antes de 1997, 
Quizás una palabra haya llevado a estas diferencias que, como se sabe, llevaron a que haya tres empresas 
afectadas y paralizadas. CAPU, la Cámara más representativa del sector, llegó a interpretar el espíritu del 
acuerdo. 


Lamentablemente, cuando pasa algo, siempre se culpa a los trabajadores; quizás, haya responsabilidades 
compartidas, pero siempre se echa la culpa a los trabajadores, y queremos demostrar nuestra voluntad de 
solucionar el problema, que no es el único que tiene el sector. Los armadores tienen derecho a expresarse en 
todos ámbitos, y eso es lo bueno de la democracia, que da oportunidades, por eso, queremos agradecer a la 
Comisión que nos haya recibido en esta ocasión extraordinaria, porque para nosotros, es muy importante. 


Como el sindicato veía que la situación se agravaba, en aras de solucionar el problema y de tener continuidad 
en el trabajo esa es la idea de los trabajadores, siguió discutiendo. Si la Comisión analiza la situación, 
entenderá que el SUNTMA no puede firmar algo que no corresponde a nadie. El espíritu de la negociación 
fue otro, porque si no, estaríamos firmando un acta de acuerdo sin contenido. 


Inclusive, con la empresa Alberana, que pertenece a CAPU, pero que en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social dijo que era autónoma figura en las actas, negociamos y liberamos los barcos para seguir discutiendo 
en el transcurso de la marea, y si era corta, se haría otra, para alcanzar un acuerdo. El barco hizo la marea, 
volvió, y la empresa seguía con sus negativas, pero con una gran contradicción. 


Si nuestro sindicato firma algo, cualquier compañero afiliado a nuestro gremio tendrá que acatar lo que se 
firmó, y acá pasa lo mismo, porque quien firmó el acta de acuerdo fue CAPU, y este señor Sístori, dueño de 
la empresa Alberana, de los buques Besugo 1 y 2, desconoce a la Cámara más representativa del sector y, por 
eso, no hay solución 


Tratamos de negociar con la otra empresa en base al diálogo y a la discusión, pero estaba cerrada y no quería 
aceptar nada. Fue entonces que intervino el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social e hizo una propuesta, 
que consistió en rebajar el cincuenta por ciento de las reivindicaciones de los trabajadores. En aras de que los 
barcos no siguieran parados y teniendo en cuenta el entorno de las plantas y de los compañeros de carga y 
descarga que estaban perdiendo salario, la aceptamos, y pasamos a cobrar solo los últimos veinte meses, 
porque dentro de los dos años, hubo cuatro meses de paralización de la actividad. 


Tiene que quedar claro que quisimos cambiar la metodología de negociación, con los barcos en el agua. Sin 
embargo, no solamente estas empresas Obirey, Potersol, sino también la Cámara, no aceptaron negociar los 
convenios colectivos con los barcos produciendo. Pensamos que cuando las empresas negocian los convenios 
colectivos, no cierran sus puertas, sino que se llega a un acuerdo, capaz que después de algún paro parcial 
determinado por algún sector, pero la fábrica sigue produciendo. Creo que se perdió la oportunidad de 
negociar los próximos convenios colectivos con los barcos trabajando. 


Reitero que, en aras de poder solucionar la situación, aceptamos la propuesta del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social que consistía en que nos pagaran los últimos dos años, en realidad, veinte meses. Sin 
embargo, seguimos en mismo camino. Lamentablemente, no podemos decir los nombres de las empresas con 
las que estamos acordando, con los barcos trabajando. Cuando hablamos con las empresas involucradas que 
no pagaban este reintegro, nos dijeron que iban a ver de qué manera lo podían pagar, que tenían que 
encontrar una forma de hacerlo. Y el Sindicato no tomó ninguna medida, los barcos siguen trabajando. 
Inclusive, hoy o mañana, se va un barco en el que todavía no se pagó, no se solucionó el problema, pero 
estamos muy cerca de lograr la aceptación de la propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Esto es lo que quería decir en cuanto a este tema puntual. Los compañeros van a aprovechar esta reunión para 
explicar que este no es el único problema que hoy tenemos. Queremos que la Comisión interceda y estamos 
abiertos al diálogo. Lo nuestro no es patria o muerte. Nosotros no queremos ser el obstáculo del país 
productivo, pero deben entender que es muy difícil mantener un diálogo cuando la otra parte cierra la puerta. 


Muchas gracias. 
SEÑOR VIGNOLO.- Agradecemos a la Comisión por convocarnos tan rápidamente. 


No voy a redundar en lo que planteó el compañero Vega porque fue muy explícito y concreto, pero quiero 
hacer un llamado de atención a la Comisión de Legislación del Trabajo sobre la situación conflictiva que el 
sector vive una y otra vez y en donde se da un diálogo de sordos. Como bien planteaba el compañero Vega, 
algunas empresas vienen al Parlamento a plantear la problemática y la conflictividad del sector. Pido a la 
Comisión que solicite un informe al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sobre esta cuestión puntual, 
que fue negociada primariamente con la Cámara representantiva del sector, CAPU 


Todos sabemos que una negociación implica que una parte y la otra cedan intereses para poder llegar a un 
acuerdo. Nosotros llegamos a un acuerdo con esa Cámara y automáticamente las empresas que no están 
vinculadas a ella firmaron un acta adhiriendo al acuerdo que se había realizado en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Luego, la interpretación que se dio al acta fue totalmente diferente a lo que se venía 
aplicando y a lo que se aplica actualmente, de hecho, por parte de otras empresas del sector. Esto genera un 
conflicto, y ¡vaya casualidad! el conflicto se generó en un momento en el que hubo mucha pesca 


Uruguay tiene un cupo de 36.000 toneladas de corvina, y a partir de aquel momento, en un par de meses, se 
estaría llegando al cupo. Obligatoriamente, se deben analizar todas estas cuestiones. Hay que tener en cuenta 
que hoy, nuestro sindicato reúne diferentes sectores, uno de ellos, el sector planta, en el que tenemos 
delegados, compañeros afiliados a nuestro sindicato, que nos informan que las cámaras de estas empresas 
están a pique. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué significa a pique"? 


SEÑOR VIGNOLO.- Quiere decir que están saturadas, que si los barcos siguen produciendo, no tienen 
dónde poner el pescado. Además, se ha hecho acopio de la pesca artesanal, que este año ha producido 
como nunca; eso también va a parar a esas plantas. 


Hay que analizar todas estas cuestiones e, ineludiblemente, ir atando cabos. Esta empresa tiene historia en 
generar conflictos una y otra vez, insistentemente, por problemas de mercado, por problemas de colocación o 
alguna otra cuestión. Nosotros no nos olvidamos de lo que pasa en el sector, porque estas empresas eran las 
que promovían, un año sí y otro también, el "lock out" patronal. En el momento de sentarse a negociar en el 
Consejo de Salarios, pretendían rebajar absolutamente todo y ningunear la discusión. Esto debe merecer un 
llamado de atención, no solo al Parlamento, sino también al Poder Ejecutivo, para buscar ámbitos de diálogo 
para limar algunas asperezas que tenemos en el sector, a efectos de empezar a discutir cuestiones más macro, 
más amplias, dado que está colapsado y necesita, ineludiblemente, la discusión política de hacia dónde lo 
queremos llevar. Porque de esta forma, no solo pierde el país en exportaciones, en generación de mano de 
obra, etcétera, sino que perdemos todos los uruguayos. Los trabajadores estamos viendo cada vez más 
menguado nuestro salario. 


Nos llama poderosamente la atención creo que la Comisión debería acelerar el proceso de solución de este 
problema, que hoy es puntual, pero que es más genérico de lo que parece la forma en que se busca 
constantemente la reacción de los sindicatos involucrados en el sector. 


En el ámbito de los Consejos de Salarios, se firmó el último acuerdo, pero los patrones no lo están aplicando 
a uno de los sindicatos. A los patrones no les aplican lo que se acordó, y sin embargo, ellos también cedieron 
para negociar, para tratar de llegar a un acuerdo, en aras de mantener los medios de producción, produciendo. 


En ese afán de buscar el mayor diálogo posible nuestro sindicato siempre va a estar abierto al diálogo y a la 
negociación para poder llegar a un acuerdo, tenemos el histórico problema hoy hacíamos un poco de alharaca 
al respecto de la planta de FRIPUR. Este es un tema viejo y conocido por todos los parlamentarios. No hay 
forma de hacer sentar a estos señores. Ni siquiera el Parlamento pudo hacer una inspección visual del 
funcionamiento de la planta y del trato a los trabajadores. Entendemos que tiene que haber alguien en este 
país que le ponga el cascabel al gato. En un Estado de derecho en el que hay Consejos de Salarios y una ley 
de libertades sindicales, no puede ser que todas estas cuestiones sigan impunes. 


Vuelvo a solicitar a la Comisión que pida un informe al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social sobre los 
pasos que se han venido dando en cuanto al tema de la retroactividad que se negoció y acordó y a la 
renegociación con lo que significa renegociar algo ya acordado, es decir, ceder parte de nuestras conquistas 
para tratar de llegar a un acuerdo. Se debe hacer un llamado de atención serio y responsable a estas empresas 
que están generando constantemente alguna situación puntual o general para crear un conflicto o una división 
en el sector 


Además, están promoviendo otras cuestiones judiciales en contra del sindicato. Pero como la mejor política 
de una empresa es no tener sindicato, quieren tratar de destruirlo; quieren desprestigiar la organización 
sindical con todas estas cuestiones. 


Dejo planteada esta denuncia sindical, a efectos de que se tenga en cuenta que el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social reconoce la actitud del sindicato de querer negociar y acordar en aras de seguir 
produciendo. Estas empresas, un día sí y otro también, están generando situaciones conflictivas y 
promoviendo juicios que nos perjudican, más allá de que la Justicia se pueda pronunciar o no. Creemos que 
es imposible que alguien se pueda pronunciar sobre algo que no existió, pero que afecta a la imagen de un 
gremio que se ha caracterizado por sentarse, negociar y acordar. Ante todo, están el diálogo y el acuerdo. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Lo que terminan de decir los compañeros es delicado. Estamos hablando de 
que en el correr de los días o de las semanas, podemos entrar en un conflicto generalizado, y eso es lo 
que estamos tratando de evitar. 


¿Por qué digo que pueda llegar a ser un conflicto generalizado? Porque, además de lo que los compañeros 
han mencionado, los problemas no terminan ahí. Concretamente, hoy, se está discutiendo en el ámbito del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social el nuevo convenio colectivo para el sector carga y descarga, que 
venció el 30 de julio. Al día de hoy, no se ha acordado un solo punto del nuevo convenio colectivo. 


Nada de lo que los compañeros han dicho es casual. Quienes hoy van a negociar por el sector carga y 
descarga pertenecen a la CAPU Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay, no a las operadoras portuarias 
que hacen la descarga de los barcos y tienen vinculación directa con esos trabajadores del sector. Allí va 
CAPU, cuando se presenta porque no siempre lo hace, y asume la negociación colectiva de ese sector. 


Lo que nosotros avizoramos es que esto puede agravarse en cualquier momento. 


Lógicamente, cuando hay intereses opuestos, en ciertas ocasiones, la conflictividad es inevitable, pero 
nosotros nos sentamos racionalmente a negociar y acordar, no mediante un diálogo de sordos. Las leyes de 
negociación colectiva y de libertad sindical se pronunciaron a favor de los trabajadores para que tuviéramos 
determinados mecanismos y se pudiera avanzar entre las partes a efectos de repartir un poco más la torta. 
Tenemos claro que así como nosotros lo vemos desde el punto de vista de las clases, también los empresarios 
lo ven de esa manera 


Lógicamente, son intereses contrapuestos, pero si uno se retrotrae en el tiempo, en este país hubo muchos 
años en los que la negociación colectiva no existía, el neoliberalismo campeaba, los trabajadores carecían de 
derechos, no había libertad sindical y no había posibilidad de agremiarse. Hoy, la represión sindical en 
algunas empresas como FRIPUR sigue como si nada hubiera cambiado. 


Para nosotros, es claro que debe haber una reestructura de fondo en el sector. Hoy, se habla mucho de Aratirí 
y de los recursos naturales que el país tiene. Nosotros nos preguntamos si es posible que hoy se sigan tirando 
al agua ciento cuarenta mil toneladas de pescado. Estudios de la DINARA ratifican lo que estamos diciendo. 
Cada un barco completo que entra al puerto, se están tirando doce toneladas al agua. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué pasa eso? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Porque no hay una política pesquera adecuada. El país no la tiene y tampoco 
la discute. Nosotros decimos que se quiere empezar la casa por el techo. Primero, se discute la ley y, 
después, se quiere discutir qué política pesquera se aplica, pero primero deberíamos discutir si es 
necesario tirar ese pescado al agua para después regularizar esa situación mediante una ley. Pues no; 
acá se anteponen intereses comerciales y económicos de las empresas, antes que el derecho que tiene 
nuestra sociedad, nuestro pueblo, en cuanto a un recurso que le pertenece. Aquí se anteponen los 
intereses comerciales y económicos de las empresas a los derechos de nuestra sociedad, de nuestro 
pueblo, a un recurso que le pertenece. El recurso pesquero no es de los armadores, de Fripur ni de 
Piñeiro; le pertenece al país y como tal el Estado debería tener políticas acordes para que nuestro 
pueblo accediera a ese recurso natural que tenemos y que lo estamos tirando. 


Muchos empresarios del sector expresan irónicamente en los medios de prensa que en este sector no existe 
crisis. Queremos desafiar esas afirmaciones y que esta Comisión investigue, ahonde, profundice el estudio de 
documentos, que observe el muelle y en qué condiciones está la flota. No es casual que hoy este sindicato 
relvindique un ente testigo que regule los recursos naturales del país y las condiciones laborales que tenemos 
los trabajadores; verán que prácticamente es óxido flotante. Hay quienes se atreven a decir que esto no es así; 
invitamos gustosamente a que se compruebe lo que decimos. 


No es casual que cuando en las negociaciones se presentan las partes, haya empresarios que por debajo de la 
cinta planteen que son autónomos. Sencillamente eso es buscar conflictividad. Como organización seria que 

somos, a nadie se le ocurre presentarse al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y decir que va a negociar. 
Tendremos nuestras diferencias, que las discutimos en las asambleas y en los comités de base, pero tomamos 
decisiones, y los compañeros responsables van a la negociación. 


Esta conflictividad no es casual, pero no se da solamente en nuestro sector porque lo vemos en otras ramas de 
la industria de este país cuando los empresarios tratan de demonizar a los trabajadores diciendo que 
determinados proyectos que apuntan a democratizar el Estado no son viables en un recurso tan fundamental 
como el pesquero. Por eso solicitamos a esta Comisión que ahonde no solamente en este problema, sino en 
los que hacen a las condiciones de trabajo, al estado de la flota. 


Es un recurso que necesita una reestructura para dejar de tirar tanto pescado al agua y que llegue a las manos 
de doña María y de don José, que hoy no pueden comprar en la feria pescado a $ 180 el kilo. 


Vamos a dar algunos datos que parecen descabellados. El marino gana alrededor de $ 4 la caja, cifra que 
incluye el salario, la licencia, el salario vacacional, el séptimo y los aportes. Sin embargo, esa misma caja de 
pescado en el muelle se vende a $ 500. Hay cosas que asustan, pero son reales. Consideramos que no discutir 
estas cosas es seguir dando la espalda al mar, a una importante industria como la pesca que aporta 

US$ 200:000.000 anuales a la economía uruguaya. Si no se discute profundamente sobre estas cuestiones, 
por lo menos para el corto plazo no vemos un panorama positivo para el sector. 


SEÑOR PUIG.- Quisiera pedir a los invitados para que quede constancia en la versión taquigráfica 
que desarrollen el concepto del séptimo qué se está negociando y en qué condiciones. 


Quisiera saber si alguien alertó que el acta del 28 de julio podía ser desconocida por algunas empresas. En 
nuestro país, si el PII-CNT participa en una negociación general, está representando al conjunto del 


movimiento sindical, de los trabajadores, y a nadie se le ocurriría desconocer un acta firmada por el PIT- 
CNT, pero aparentemente, la situación en las cámaras empresariales es distinta: la cámara de referencia firma 
un acuerdo, pero determinados empresarios tienen la potestad de decir que no lo comparten o que no es 
representativo. Es una cuestión llamativa y estamos discutiendo acerca de la negociación colectiva, de la 
vigencia y de la importancia que tiene la ley y cómo es interpretada por las cámaras empresariales. Es 
importante incorporar estos elementos. 


El sindicato reivindica el acta del 28 de julio, más allá de que no refleja todo el planteo inicial del sindicato. 
Este documento plantea la fecha a partir de la que corre la retroactividad de dos años 1997 pero con 
posterioridad a esa fecha no les corresponde. Ese no fue el planteo original del sindicato. Acá hubo una 
negociación; no fue producto de la imposición del sindicato y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a 
una cámara, sino que hubo una negociación real que hoy se desconoce. 


Por otra parte, reconozco lo que expresaba la delegación del SUNTMA en el sentido de que en este país sigue 
habiendo empresas que no responden ante los poderes públicos, ni siquiera ante el Parlamento; desconocen la 
potestad del Parlamento no aceptando una delegación de trabajadores, los mismos trabajadores que generan 
la riqueza por la que esas empresas acumulan capital. El sindicato plantea cumplir con lo acordado en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, más allá de que no era su planteo original. Es importante decirlo 
porque generalmente cuando se generan conflictos aparecen grandes titulares de prensa sobre la 
intransigencia de los trabajadores. Estamos en presencia de una negociación por la que los trabajadores 
resignaron parte de su plataforma; discutieron democráticamente y llegaron a ese acuerdo para buscar 
soluciones y para habilitar el desarrollo de la industria, pero hoy son desconocidas por las cámaras 
empresariales. 


SEÑOR BISTOLFI.- Cuando ustedes dicen que se tira al mar prácticamente uno de cada dos 
cargamentos, quisiera saber si es una devolución al mar o si los peces están muertos y se pierden. 


¿Cuántas personas trabajan en el sector? ¿Qué porcentaje está sindicalizado? Con respecto a que con algunas 
empresas tienen conflictos y con otras el trato es bueno, ¿con cuántas empresas tienen buen vínculo y con 
cuántas permanentemente tienen conflicto? 


SEÑOR VEGA.- Queremos señalar al señor Diputado Puig que aquí no estamos hablando del séptimo, 
sino de un reintegro por la Ley_N” 16.713, que reformó la seguridad social. En ese momento, los 
trabajadores fabriles o terrestres tenían mecanismos para regular sus salarios. Como el convenio 
colectivo terminaba en 1997, nosotros no teníamos forma de regular nuestros salarios, porque de 
12,34% de aporte a la seguridad social, pasamos a pagar 15%. Por lo tanto, se establece un reintegro, 
que inclusive hoy las empresas que pertenecen a la CAPU lo están pagando. Algunas lo pagan como 
complemento, otras lo agregan directamente a la parte y otras lo pagan con recibo. Nosotros tenemos 
documentos donde está escrito que es un reintegro por la Ley N” 16.713. 


Desde el año pasado hemos estado discutiendo esta situación con la CAPU, que es la Cámara más 
representativa del sector, y llegamos al acuerdo de que a aquellos trabajadores que estuvieran en planilla de 
trabajo las empresas hacen su interpretación, que es distinta al espíritu de la negociación que mantuvimos con 
el representante de la Cámara desde antes del año 1997 les correspondía ese reintegro es decir, dos años de 
retroactividad hasta la finalización del convenio colectivo 


Más allá de que la Cámara considera que está derogado, que no se aplica más, igualmente llevamos adelante 
este acuerdo. Inclusive, el pago de esto se podía prorrogar un año más. Si se lee el acta, se podrá apreciar que 
hay una gran contradicción. Si esto no se aplicara más, no lo habríamos firmado. ¿Para qué discutir algo que 
no le corresponde a nadie? Es muy difícil que un trabajador mantenga una relación con una sola empresa 
desde el año 1996 porque este es uno de los sectores que tiene más emigraciones, más altas y bajas. 


Nosotros entendemos que no es equitativo que no se le pague el reintegro al resto de la flota. Algunas 
empresas que al principio lo pagaron, luego, caprichosamente, lo dejaron de pagar unilateralmente, como es 
habitual. Nosotros no pusimos un revólver en el pecho a los representantes de la Cámara ni a los de la 
empresa, pero logramos un acuerdo. Queremos destacar que tuvimos que hacer una renegociación para 
solucionar el problema y aceptamos el 50% de la reivindicación. Seguimos manteniendo la reivindicación del 


pago del reintegro dos años para atrás y hasta la duración del convenio colectivo; seguimos manteniendo la 
propuesta del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR SOSA.- Agradezco el respeto que tienen ustedes hacia nosotros, porque en el Ministerio no 
sucede lo mismo. 


Me voy a referir a la depredación, que es importante. Nosotros hacemos la pesca de arrastre más allá de las 7 
millas. Se pesca cualquier clase de pescado. Hay más de cien clases de pescado. Cuando salimos a la mar, 
traemos la corvina de más de 33 centímetros, pescadilla, y nada más. Se hace mucha depredación. Ahora 
también hay pescado que está viniendo de agua dulce: el famoso dorado aparece por acá, pero se tira todo al 
agua porque no hay mercado. Nosotros queremos dárselo a algún comedor, pero no podemos. 


En el Ministerio nos dijeron que esta situación tenía partido político, pero no es así. Estamos afiliados al 
SUNTMA, pero somos trabajadores antes que nada. 


Se está hablando de renovar la flota pesquera. Una de las empresas afectadas sacó un barco de madera del 
año 1965, y casi se fue a pique con los compañeros. ¿Quién nos paga la seguridad? ¡No hay seguridad a 
bordo! Nos subimos al barco y salimos a la mar. No tenemos feriados, sábados ni domingos; trabajamos las 
veinticuatro horas. Hay datos que han traído los compañeros de la DINARA que han salido con nosotros. 


Una vez que entra a la red, el pescado no vuelve a vivir. Se hace mucha depredación. Mi familia y mis 
amigos comen pescado porque yo llevo; lo mismo hacen mis compañeros. El kilo de corvina está a $ 180, y 
una caja lleva 25 corvinas. 


Reitero que somos trabajadores; que mis hijos y mi familia no son de ningún partido político. Estamos 
afiliados a un gremio para poder trabajar. Los empresarios nos han faltado el respeto. Quiero que saquen 
números: el contramaestre gana tanto y a nosotros nos pagan un 2%. En julio hicimos siete viajes; un 
armador puede decir que es un disparate. Un armador gana más de US$ 300.000 cada dos días. ¡Es plata! 
Pero no reparten. Somos cuarenta los compañeros que estamos reclamando. La mayoría de los barcos están 
parados. Pero lo que más me indigna es que uno de los armadores está afiliado a la CAPU, y es el único que 
no está pagando. Me refiero al señor Sírtoril. 


SEÑOR VIGNOLO.- Cuando se pone en tela de juicio la ley de negociación colectiva y cómo se va a 
negociar en los diferentes ámbitos, como el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y los Consejos de 
Salarios, es bueno hacer estas apreciaciones. Nosotros tenemos delegados que representan a los 
trabajadores, que tienen una plataforma reivindicativa que negociamos y llegamos a un acuerdo. 


Como se dijo, CAPU es la cámara más representativa del sector. El señor Juan Carlos Sírtori, Presidente de 
Alberana S.A., que está afiliada a esa cámara, desconoce que sus representantes en el ámbito de los Consejos 
de Salarios acordaron el acta que está en discusión y en una forma muy caprichosa calculo que puede ser 
producto de la edad porque es una persona que tiene más de ochenta años paraliza los barcos. Nosotros 
tuvimos una discusión previa y dispusimos dejar un delegado para tratar de llegar a una solución. Sin 
embargo, esta persona desconoce ese ámbito de negociación. Llega al barco y dice: "Muchachos, si quieren 
dejarlo parado, háganlo, porque yo no voy a pagar nada". Y nosotros le decimos: "Entonces, usted está 
desconociendo que tiene un representante suyo que acordó algo". A su vez él nos dice que tiene que hablar 
con su abogado y nosotros le decimos que el abogado es el doctor Jorge Rosenbaum, que es el representante 
de la cámara en la negociación y que, por lo tanto, lo representó. Pero él nos dice que tiene otro abogado. 
Entonces, ¿a qué estamos jugando? ¿Tenemos que negociar cada cosa con cada una de las empresas? Si esas 
son las reglas de juego le vamos a decir a los empresarios que negocien con cada uno de los tripulantes para 
ver por cuánto quieren salir. Y si a mí me preguntan, obviamente voy a decir que no quiero salir por menos 
de US$ 1.000 por marea, y le van a ir a preguntar a otro compañero. Las reglas de juego están arriba de la 
mesa y esta es una cuestión de respeto. 


Lo peor de todo es que una vez acordado con la cámara representativa, algunas empresas que adhieren al acta 
después le dan la interpretación que se les antoja y entienden que aplica con cuatro trabajadores que tienen 
desde 1997. ¿Nosotros paralizamos las tareas, hubo conflicto y realizamos movilizaciones para que se 
termine haciendo un acuerdo para aplicarlo a cuatro trabajadores? ¡Entonces estamos locos y tenemos que 
dejar la dirigencia sindical para dedicarnos a otra cosa! 


El señor Diputado Bistolfi se refirió a la depredación. Históricamente esto se viene arrastrando desde hace 
unos cuantos años tenemos una política pesquera que es totalmente inconsulta y que favorece exclusivamente 
a los intereses del empresariado porque más del 70% de lo capturado en el país se exporta como 
"commodity", entero, sin valor agregado. Además, la pesca está dirigida a determinadas especies, es selectiva 
a determinados tamaños y si no cuenta con estos requerimientos, hay que devolverla al mar. Una vez que se 
devuelve al mar, se corta la cadena biológica natural porque los peces llegan muertos y no hay forma de que 
revivan. Esta es una política que se aplica exclusivamente para defender los intereses empresariales y es lo 
que nosotros queremos poner en discusión. Se puede mejorar el texto de la Ley N” 13.833, de 1969, pero lo 
único que se va a hacer es modernizar y cambiar la fecha, porque acá no se discuten políticas pesqueras. 


Nosotros entendemos que lo primero que tenemos que resolver en un ámbito multidisciplinario en el que 
participen todos los actores del sector, es hacia dónde queremos llevar al sector. Si lo queremos llevar hacia 
el norte, debemos discutir qué política tenemos que aplicar para eso, es decir, qué ley tenemos que discutir 
para que esa política vaya hacia el norte. Sin embargo, desde hace muchos años hay un divorcio entre el 
Poder Ejecutivo y los actores que estamos vinculados al sector en cuanto a la discusión política que debe 
darse. 


SEÑOR VEGA.- El señor Diputado Bistolfi preguntó cuántos afiliados tiene el gremio. En este sector 
tiene el 100% de afiliados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Único de Trabajadores del Mar y Afines) 
(Ingresa a Sala una delegación de empresarios de la pesca) 


——- La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida al doctor Guzmán Acosta y Lara, asesor 
jurídico, al señor Juan Sírtori Maggioli, de la empresa Alberana S.A., al señor Juan Calvelo Fernández, de la 
empresa CIUPSA y al señor Gino Settin, de las empresas Obirey S.A. y Potersol S.A 


Recién recibimos a una delegación del Sindicato Unico de Trabajadores del Mar y Afines, por lo tanto, 
pienso que esta reunión será muy productiva en cuanto a encontrar una solución al problema que se está 
dando. 


El doctor Acosta y Lara planteó que intentaron solucionar este problema en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, pero que no fue posible, y que pidieron ser recibidos en esta Comisión a efectos de 
encontrar caminos que permitan un acercamiento. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.- Voy a hacer una presentación de las personas que me acompañan a 
efectos de que puedan entender los motivos por los cuales estamos aquí. 


El señor Gino Settin representa a las empresas de buques pesqueros Obirey S.A. y Potersol S.A; estas 
empresas tienen 11 barcos y nuclean a aproximadamente 180 trabajadores. El señor Calvelo es Gerente 
General de la empresa CIUPSA, que está ubicada donde se encontraba ILPE; se trata de una industria 
pesquera en la que se procesa el pescado y nuclea a 200 personas en forma directa en planilla de trabajo. El 
señor Sírtori representa a la empresa Alberana S.A, que está afiliada a la Cámara de Armadores Pesqueros del 
Uruguay. Las otras empresas no lo están, pero todos estamos afectados por el mismo hecho. Hago esta 
aclaración para que no existan malas interpretaciones de las actas de lo que ocurrió en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social que hice llegar al señor Presidente para ser distribuidas. 


Aclaro que este sector tiene un convenio vigente hasta el año 2013, en el cual este grupo de empresas tuvo 
una fuerte participación. A este convenio adhirió posteriormente la Cámara de Armadores Pesqueros del 
Uruguay porque se había roto el diálogo con el sindicato. Entonces, nosotros, a pedido del sindicato, 
avanzamos en una negociación bipartita y logramos la paz social que pretendemos llegue hasta 2013. 
13:29:21] Sé que al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a veces le es engorroso las negociaciones que 
se realizan fuera de algunos órganos representativos y en este sector que conozco desde hace algunos años es 


costumbre que ello suceda. Acá hay algún ex dirigente sindical y sabrá que a veces las cosas no se arreglan 
solo en el Ministerio sino entre las partes conversando en una mesa. 


El tema radica en que hubo una reivindicación del 2,64% de reintegro cuando la famosa ley de las AFAP y 
los descuentos de los trabajadores. Como sabrán, en la industria de la pesca se cobra a la parte y no mediante 
un régimen salarial. A raíz de ese reclamo, hubo negociaciones entre ambas partes y se terminó en un acta el 
28 de julio, a la cual se va a referir el señor Sírtori. 


Lo que se viene agravando acá no es solo la interpretación de un acta porque el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a veces no tiene las potestades de poder hacerlo, por más que tiene facultades negociadoras. 
El tema fundamental es que la propuesta que hizo el Ministerio, en lugar de dar luz terminó dando sombras; 
se generó un distanciamiento mayor. Esto también lo explicamos al negociador de la pesca, señor Díaz. 
Inclusive, antes de llegar a esta situación, hablamos con el señor Director Nacional de Trabajo, quien tiene 
todo el expediente. Nosotros no hemos podido ser recibidos porque sabemos que el señor Director ha estado 
muy complicado con la visita de la OIT y por otros hechos de connotación pública. 


El Ministerio ha hecho esfuerzos, pero sucede que estamos muy distanciados. Por una medida coercitiva por 
no llamarla de otra manera, se nos obliga a pagar algo que no corresponde porque esta acta fue negociada por 
la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay. En su momento, a las empresas no agremiadas en la CAPU 
se daba un plazo de quince días y se las invitaba a adherirse. Nosotros nos adherimos a esa acta tal cual 
estaba firmada y negociada entre el SUNTMA y CAPU. Entonces ¿cuál es el hecho fundamental? Determinar 
s1 corresponde pagar ese 2,64% a los trabajadores que estaban en la planilla de trabajo, anterior a 1997. Acá 
hay gente que ha trabajado en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y todos saben que hay una sola 
interpretación para planilla de trabajo, porque planilla de sector no existe. 


Cabe aclarar que no todas las empresas tenemos personal desde antes de 1997. Se agregaron los testimonios 
de las planillas y quedó claro que a este grupo de empresas junto con otras afiliadas a la CAPU no le 
correspondía pagar. El sindicato piensa lo contrario y dice que hay que pagar a los que estaban en el sector en 
ese momento; por lo tanto, se generó un conflicto. 


Luego, el Ministerio propone partir al medio la diferencia, pero no se trata solo de eso; este es un tema de si 
corresponde pagar o no. Lo aclaramos porque también hubo otras instancias en las que ciertas empresas algo 
que parece muy normal y común trataron de dirimir los conflictos no por base de la negociación sino por la 
fuerza; esto es denominado por algunos empresarios como confrontación de esfuerzos. 


Se termina en un enfrentamiento que no solo afecta a estos once barcos más el de Alberana, sino a ciento 
ochenta trabajadores del mar, junto con los doscientos empleados de CIUPSA que es la planta industrial que 
debieron ir al seguro de paro. Hoy hace treinta y tres días que estamos parados. Esto implica una pérdida de 
unos cuantos millones de dólares para el país y pérdida de exportaciones. Cabe aclarar que esta es la segunda 
empresa exportadora de pescado del Uruguay. Además, existe el agravante y la gran dificultad de que este 
relacionamiento tirante entre las partes ocasionó problemas con barcos de este país con bandera uruguaya. 
Aclaro que todos los empresarios presentes tienen capitales nacionales y que no representamos a ninguna 
multinacional; se trata de familias que se han dedicado a la pesca, que invirtieron en este país, que rescataron 
una planta como la ex ILPE y que quieren seguir trabajando y viviendo de este recurso. Hay muchos barcos 
que hoy ya no quieren embanderar en Uruguay y que por más que sean capitales uruguayos, prefieren utilizar 
otra bandera para no tener estos problemas sindicales graves. Este es un sector que negocia cada especie 
marítima que pesca a través de un convenio individual y concreto, y hay muchas especies que ya no se 
pescan en Uruguay; esto es lo grave. No se pesca más el calamar ni el pez espada. Hay más de treinta y tres 
barcos que ya no quieren pescar más con bandera uruguaya y eso, además de constituir un problema 
perjudicial para la inversión y el trabajo, lo más grave es que significa una pérdida de soberanía de nuestro 
país. Se trata de una pérdida de soberanía concreta y grave porque lo que no pescamos nosotros lo van a 
pescar otros sin permiso nuestro. 


Quería hacer una pequeña introducción del problema y me gustaría que el señor Sírtori se refiera al acta. Por 
último, hay que aclarar que las empresas han cumplido con el convenio colectivo tal cual se firmó y que esta 
negociación para solucionar un tema pendiente del pasado fue mal interpretada. Si la aceptáramos, como dice 
el Ministerio, terminaríamos violando el convenio colectivo. 


SEÑOR SÍRTORI.- El tema nace en 1996. Con motivo del IRPF y de las AFAP, se bajaron y subieron 
los aportes patronales y obreros. La Ley N” 16.713 empezó a regir el 1” de abril de 1996. A los 
trabajadores se les subió del 13% al 15% su aporte para el Montepío. A las empresas se les bajó del 
15% al 13% y se arregló un complemento de pago por medio de una fórmula especial para que el 
trabajador pudiera cobrar líquido no menos de lo que percibió el mes anterior. Esto está determinado 
por el artículo 182 de la ley y está bien explicado. Ese arreglo no fue para la pesca sino para todo el 
país, incluyendo los sectores públicos y privados. Eso funcionó de manera diferente en la pesca porque 
es a la parte. Además, la pesca tenía dos componentes nuevos como el tipo de cambio como paga para 
los trabajadores y la tabela, que es el precio de exportación; era algo bastante complejo. 


Quiere decir que la ley, en el caso de Alberana S.A., establecía un complemento en función del IRPF que se 
debía pagar. Esto se aplicaba a mis trabajadores y a mi planilla de trabajo. Como la pesca es un revólver 
rapidísimo, en poco tiempo ya no estaban los dieciséis: algunos se jubilaron y otros pasaron a otra empresa. 


En ese momento, a mí se me terminó la obligatoriedad de pagar a Juan, a Pedro, a Diego, a los dieciséis. Pero 
siempre quedaban algunas dudas y nosotros seguimos pagando hasta que al último que ingresó a la empresa 
en el año 2000, uno nuevo al que, por supuesto no le correspondía le pagamos hasta el año 2007. Quiere decir 
que Alberana S.A. les pagó ese plus a todos los trabajadores que tuvo en la empresa entre 1996 y 2007, es 
decir, durante diez años. ¿Por qué les dejé de pagar en 2007? Porque hubo un nuevo convenio donde les 
aumentamos la parte 11,5% y, además, habían desaparecido los componentes de llegar al sueldo líquido de 
marzo de 1993 porque ya no estaba más el Impuesto a las Retribuciones Personales que se había cambiado 
por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Acá hay un problema: no se pueden hacer cosas con 
elementos que no se tienen. 


Además, el 2,64% fue una cuestión de comodidad, porque estaba en relación con el IRP. Según lo que ganaba 
el trabajador se le descontaba el 1, ese era el 2,48%; si descontaba el 3 era el 2,54% y si descontaba el 6 era 
el 2,64%. Reitero: por una cuestión de comodidad, quedamos en el 2,64%. ¿Por qué lo pagaron las empresas? 
Porque estaban dentro del software de la liquidación, y todos pagaron hasta que nos dimos cuenta de que esto 
estaba mal. 


Yo decía que se licuó, pero después aprendí con profesores laboralistas que dicen que la palabra es no sé si 
hay abogados acá se sobrepujó, según dice Barbagelata. Entonces, ¿cuál es el motivo de la comparación? Por 
ejemplo, hoy un albañil de Pintos Risso va a trabajar con Campiglia y cuando va a cobrar dice: "No, mire, a 
mí en el año 1993 me pagaban este plus". ¿Qué pasa en la pesca? Después de esa ley hubo siete convenios en 
los que no se dejó ningún resguardo ni se habló más del tema. Además, tuvimos la precaución, bien aclarada 
con el SUNTMA, de pagarlo por fuera de la parte. Es decir que este es un plus por fuera de la parte. 


Entonces, en el SUNTMA se plantean algunos casos en que se dice: "Este cobra y yo no cobro". En el mismo 
barco, de repente había un trabajador que cobraba y otro que no. No es mi caso. Se mantuvieron algunas 
conversaciones, se hicieron algunos arreglos y se terminó firmando un acta, que me llegó por fax. Yo no sabía 
que esto se estaba negociando hasta que entraron los barcos. Ese mismo día me encuentro con un acta que 
dice: "Señor Sírtori, si usted no nos paga la retroactividad que dice el acta, nosotros le demoramos la salida. 
Demoramos la salida por el incumplimiento del pago acordado ante el Ministerio. La leí, me interesé y me di 
cuenta que no tenía que pagar. ¿Por qué? Porque tengo dos tripulantes del año 2007, seis del año 2010 y 
cinco del año 2011. ¡Qué me están hablando de 1993 o de 1997? Es más: ya hace cinco años que no pago y 
no puedo volver a pagar. Pero esto es mucho más grave, porque salimos a pescar y cuando vamos al 
Ministerio este le busca una solución y dice que como hay una confusión en la lectura del acta, vamos a hacer 
un ámbito de negociación con CAPU y el sindicato, que fueron los que hicieron el acta, no con Alberana 
S.A.. Pasaron los siete días, vinieron los barcos de nuevo y otra vez pararon. Pero ahora reclaman otra cosa. 
Me dice el SUNTMA, con la firma de Carlos Vega y de José Franco, que van a retrasar la salida de los barcos 
Besugo 1 y Besugo Il hasta tanto no se cumpla con el acta firmada en el ámbito de la DINATRA vinculada 
con el pago del porcentaje del 2,64, establecido en el decreto reglamentario y en la Ley N* 16.278 y que está 
siendo cumplida por una importante mayoría de armadores del sector. Yo mantuve una reunión en el 
Ministerio y contesté que este número de ley es del año 1992, hay algo mal; no puede ser. Pero además, en 
toda la legislación no existe este 2,64% que era un coeficiente de una paramétrica. Ellos dicen que por eso 
paran, pero eso no existe en ninguna legislación. A partir de acá, hicimos otra interpretación hasta que desde 
el Ministerio dijeron que no iban a discutir la ley sino lo que está escrito en el acta. Ahí dice que yo tengo que 
pagar si tuviera en mi empresa todavía a alguien del año 1996. Por una cuestión de solidaridad, la Cámara 


dice que para terminar con esto, vamos a pagar a esta gente que me dijeron que eran treinta o treinta y cinco 
trabajadores en todo el sector. Yo no tengo a ninguno. Entonces me dicen "lo que pasa es que usted tiene el 
acta". Y está bien lo que usted dice. Pero el espíritu de cuando firmamos era otro. Entonces, le pido al 
abogado del Ministerio que me diga qué tengo que hacer, porque no estamos hablando de espíritu, sino de lo 
que está firmado. Presenté mi parte donde denuncio en lo que va del año, las veces que vinieron al SUNTMA 
a decir que no quiero firmar convenios. Yo ya llevo siete paros ninguno de ellos fundamentado. Dicen que no 
hay grumete, así que no salen. Hay todo un problema de paralización total y hay que hacer algo al respecto. 


Yo estoy más tranquilo porque en el Ministerio ellos reconocieron que mi empresa es la más chica, que es 
cumplidora y eficiente. Yo creo que era eficiente hasta que se empezó con estas cosas. Lo denuncio y cuando 
digo por qué no puedo aceptar la decisión del Ministerio es porque no voy a pagar una retroactividad cuando 
no tengo deuda. Es imposible que acepte una cosa que no es. Pero esto es más grave. La interpretación que 
ahora le dan al acta dice que si dentro de quince, veinte o veinticinco días, si cuando empieza enero, viene un 
tripulante que está en la pesca desde aquel tiempo, también tengo que pagarle eso. Esa es la interpretación 
que ellos dan a lo que firmaron. 


Entonces, vamos a hacer un ámbito para ver qué dice lo que se firmó, porque lo que realmente se firmó fue 
otra cosa. Yo le tengo que pagar el 2,64% como un reconocimiento de tanta antigiiedad a toda persona que 
esté en mi empresa desde aquel tiempo. Eso es lo que se firmó y lo que yo apliqué. No tengo ninguna duda. 
Creo que las interpretaciones se realizan entre los que firmaron. 


Yo soy socio de la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay pero, por razones personales, me he 
apartado un poco. Ya hace un mes que estoy parado. Lo que pasó si lo comparamos con julio fue que mi 
pequeña empresa generó $ 2:500.000 de salarios, le pagó al Banco de Previsión Social $ 721.000, al Banco 
de Seguros del Estado $ 195.000 y le generó de IVA a la Dirección General Impositiva $ 602.000, que lo 
pagué ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acabo de conversar con los compañeros y con el doctor Acosta y Lara sobre 
el recibimiento al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, quien dispone de una hora en la 
Comisión porque tiene que partir hacia la exposición rural. Creo que ustedes deben de tener mucho 
para exponer y nosotros tenemos mucho para preguntar. Además, en el espíritu de esta Comisión está 
aportar para solucionar el problema. Pedimos disculpas por esta situación, lo que sucede es que a veces 
los tiempos son avaros, pero queremos aportar y encontrar una solución. Por eso les pedimos, si no lo 
toman a mal, un ratito para seguir trabajando con posterioridad. 


(Se retira de Sala la delegación de empresarios de la pesca). 
(Ingresan a Sala los señores Ministro y Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social y asesor) 


——— La Comisión tiene mucho gusto de recibir al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, al doctor 
Nelson Loustaunau, Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, y al doctor Hugo Barreto, asesor. 


Los señores Diputados Abdala e Iturralde Viñas promovieron esta convocatoria a propósito de las 
negociaciones con la OIT, que interesa a todos los integrantes de la Comisión, para conocer de primera mano 
sus resultancias. 


Además, hemos hecho llegar al señor Ministro los planteamientos de los obreros del frigorífico PUL, de la 
empresa Martinelli y de los curtidores y dimos cuenta de la situación que viven obreros y empresarios de la 
pesca, cuyas respectivas delegaciones fueron recibidas antes de que el señor Ministro ingresara a Sala. 


Quiero agradecer personalmente al señor Ministro, porque cada vez que levanté el teléfono encontré presta 
atención de su parte, como también del señor Subsecretario, lo que realmente valoro; seguramente como ex 


parlamentario le constará que muchas veces tenemos que dar respuesta a las inquietudes que se nos plantean. 


Por lo tanto, sea bienvenido a esta Casa. 


SEÑOR ABDALA.- Con el fin de ayudar al señor Ministro y de aprovechar más eficientemente el 
tiempo que, como ha quedado claro, es escaso, quisiera establecer algunas pautas que para nosotros 


son importantes, y por eso promovimos esta convocatoria del señor Ministro a la Comisión porque 
podría facilitar las respuestas e informaciones que estamos procurando. 


Me sumo a la bienvenida del señor Ministro; agradezco mucho que esté aquí, sobre todo la prontitud con la 
que respondió a este llamado. 


Concretamente, queremos consultar al señor Ministro con relación al tema que ha estado en los medios de 
comunicación los últimos días, que es de pública notoriedad, y sin duda es uno de los temas centrales de su 
Cartera, desde el punto de vista de la política laboral, y se refiere a la vigencia de la ley de negociación 
colectiva, a las observaciones que oportunamente realizó el Comité de Libertad Sindical de la OIT y 
específicamente a la reciente visita de una misión de la OIT a nuestro país para entrevistarse con 
representantes de nuestro Gobierno y de los trabajadores y de los empresarios. En su momento, procuramos 
inclusive a través del Presidente de la Comisión contactarnos con la misión, porque nos parecía oportuno, 
edificante y conveniente que la Comisión pudiera llegar a la misión e intercambiar ideas; nos consta que este 
planteo se trasladó al señor Ministro, quien puso su mejor voluntad, pero lamentablemente este contacto no 
se pudo concretar. Por eso, se volvió necesario esta instancia. 


El país tiene un asunto sin resolver con relación a este tema que he planteado. Las observaciones del Comité 
de Libertad Sindical provienen de marzo de 2010, es decir, hace un año y medio, más allá de las valoraciones 
que haga cada uno con relación al alcance y contenidos de las observaciones, a los propios contenidos de la 
ley de negociación colectiva. Es más, es un debate que por lo pronto se dio originalmente en la Legislatura 
pasada y hoy tenemos una ley, y por eso creo que no tenemos que pelearnos con la realidad, sino partir de esa 
base, y todos debemos ayudar, en todo caso, a perfeccionar las cosas, sobre todo a sobrepasar las 
discrepancias planteadas, que están vigentes y motivaron esta intervención de la Organización Internacional 
del Trabajo. 


Entonces, como encuadre de carácter general, queremos saber cuáles fueron las resultancias de esta misión, y 
muy particularmente, porque leemos los diarios y escuchamos las noticias por la televisión, queremos saber 
cómo sigue la historia de aquí en más, cuáles son las etapas que nos esperan, los plazos. Además, me parece 
bueno que el señor Ministro lo diga en el ámbito de esta Comisión, que es la especializada de la Cámara de 
Representantes, entre otras cosas, porque estamos hablando de una ley, que fue aprobada por este 
Parlamento, y si llegara a modificarse creo que será necesario requerirá, por lo tanto, la voluntad legislativa, 
de un acto de esta Cámara y del Senado de la República. 


Se habló que en el plazo de un mes se iría a sustanciar o procesar una instancia de negociación entre las 
partes; inclusive, alguien dijo que sería entre el 10 de octubre y el 10 de noviembre no sé si es un plazo 
arbitrario o real; el señor Ministro lo dirá, y supuestamente en ese lapso ambas partes de la relación laboral 
procurarían llegar a un acuerdo respecto de las distintas observaciones que oportunamente formuló el Comité 
de Libertad Sindical. 


Nos interesa confirmar si esto es así, pero también conocer, y esta es otra pregunta concreta, la visión del 
Ministerio y del Poder Ejecutivo en cuanto a los hipotéticos escenarios que podrían darse. Por supuesto, 
todos aspiramos a que se alcance un acuerdo; me parece que el consenso social en esta materia seguramente 
está en la intención y buena voluntad de todos, empezando por el Poder Ejecutivo. Sin embargo, si de esa 
instancia de negociación, que hipotéticamente empezaría el 10 de octubre y se prolongaría por el plazo de un 
mes, no surgiera una solución de consenso y de acuerdo entre las dos partes, ¿qué piensa hacer el Ministerio, 
cuál es su idea? Por supuesto, se me dirá que el Ministerio no se plantea escenarios de fracaso, y yo no solo 
estoy de acuerdo con que procuremos ese resultado, sino que además creo que todos debemos estar 
dispuestos a dar una mano en la medida de nuestras posibilidades, pero convengamos que objetivamente 
podría ocurrir. Algunas expresiones de dirigentes sindicales muy representativos, empezando por Juan 
Castillo, al terminar la visita de la misión de la OIT, generan, por lo menos, inquietud o duda. El señor Juan 
Castillo transmitió cierto escepticismo en cuanto a que se pueda llegar a una solución. Algunos otros 
dirigentes sindicales muy representativos, también. 


Repito que no digo esto con el afán de buscar la quinta pata al gato ni de encontrar pelos en la sopa, pero me 
parece que es claro que hay un escenario A y un escenario B. El escenario A es aquel en el que todos 
quisiéramos estar y vamos a tratar de estar, es decir, en el de procurar acuerdos y entendimientos y que en 
todo caso antes de fin de año, si fuera posible, podamos tener un nuevo proyecto de ley o una nueva ley de 


negociación colectiva que cuente con el acuerdo de trabajadores y empresarios. Pero puede ocurrir que no sea 
así. Eventualmente, la realidad puede indicar que eso no aconteció. En ese caso, ¿qué piensa hacer el 
Gobierno? ¿Qué se propone realizar el Ministerio en esa situación? No es una cuestión que se resuelva 
simplemente diciendo que no hubo acuerdo y que, entonces, la ley sigue como está. Es una posibilidad que el 
Ministerio tenga esa posición, pero creo que no sería la más conveniente para el país, empezando por los 
compromisos internacionales que tenemos, por nuestras propias obligaciones con la OIT, y siguiendo porque, 
según tengo entendido, después del 10 de noviembre el Gobierno tiene que elevar un nuevo informe a la OIT 
y seguramente eso será motivo de análisis. En la medida en que de ello no surja un acuerdo, un 
entendimiento, estaremos en un escenario complejo y comprometido. Por eso creo que es bueno tener por lo 
menos primariamente una visión con relación a los distintos escenarios y las distintas alternativas que se 
abren. 


El otro capítulo, que me parece es un apéndice muy importante de todo esto, tiene que ver con el tema de las 
ocupaciones de los lugares de trabajo y con la vigencia del Decreto 165 de 2006. Tampoco ahora y aquí es la 
oportunidad, ni es nuestra intención, de reabrir un debate sobre la legitimidad o no de las ocupaciones. Ese 
debate ya lo hemos dado y lo podemos volver a dar en cualquier momento. Conocida es nuestra posición 
sobre el tema; conocida en la posición del Gobierno. Los datos objetivos son que el Gobierno aprobó en el 
año 2006 el Decreto 165, que legitima las ocupaciones. Yo creo que ese Decreto tiene visos de ilegalidad 
pero, repito, ese no es el debate de hoy. Esa es la regulación que el Gobierno le dio a este asunto. La OIT ha 
objetado en determinados aspectos las ocupaciones de los lugares de trabajo. Por lo menos, si se entendiese, 
en una visión más optimista, que las convalida, lo que ha reclamado es que se asegure la libertad de trabajo 
de los no huelguistas y el acceso de los empresarios, de los propietarios, a las instalaciones de las plantas o 
fábricas que se encuentren ocupadas. 


Este dictamen no solo fue del Comité de Libertad de Sindical, en marzo de 2010, sino que tenemos el 
antecedente del año 2008, cuando esta misma Comisión de Legislación del Trabajo, presidida por el entonces 
Diputado Tabaré Hackenbruch, consultó a la oficina regional y recibimos exactamente la misma respuesta. 
Ese criterio que la OIT viene sosteniendo desde el año 2008 y que, por lo que pudimos apreciar, reiteró en 
ocasión de esta misión, es totalmente incompatible con los términos del Decreto 165. Creo que el Decreto 
165, más allá de que se comparta o no, o de que se valore como positivo desde el punto de vista de la 
vigencia del derecho de huelga, es incompatible con esos requerimientos que establece la OIT. Creo que debe 
ser derogado o, por lo menos, modificado. 


El Decreto 165 hace referencia a la eventualidad de la desocupación de los lugares de trabajo por parte del 
Poder Ejecutivo cuando se ve afectada la vida, la seguridad o la salud de la población. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Diputado Abdala que nos concentremos en los temas de hoy, 
porque tenemos que atender otras delegaciones y el tiempo es avaro. 


SEÑOR ABDLA.- Está bien; pido disculpas. 


Concretamente, sobre este aspecto, ¿qué piensa hacer el Gobierno con el Decreto? ¿Esto será parte de la 
negociación y de los acuerdos entre trabajadores y empresarios? Pregunto esto porque me parece que el 
Decreto, tal como está, es insostenible, por lo menos a la luz de los criterios que la OIT, en forma reiterada, 
ha sostenido. Podríamos abundar en esto, pero cumpliendo con el requerimiento de la Presidencia, dejo 
planteadas estas cuestiones para empezar a conversar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro nos ha manifestado que va a venir las veces que sea 
necesario por este tema y otros. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Agradecemos la presencia de las autoridades del Ministerio. 


Quiero referirme a algunos de los temas sobre los que hemos estado conversando privadamente con el señor 
Ministro. Desde ya, solicito que vaya revisando su agenda, para concurrir lo antes posible a esta Comisión 
para tratar otros asuntos que son muy importantes y que no queremos dejar de considerar. 


Permítame decir, señor Ministro, que tengo un grato asombro ante los buenos datos relativos al empleo en el 
Uruguay, por lo cual quiero felicitarlo, porque mucho puede tener que ver con la coyuntura internacional, 
pero también con el trabajo que se haya hecho. 


Suscribo las palabras del señor Diputado Abdala con relación a la ley de negociación colectiva, a las 
observaciones de la OIT y a la preocupación en cuanto a cómo se va a solucionar este tema, pero también 
quiero señalar mi asombro por el desconocimiento y el ninguneo que nos hizo la OIT en la visita que hizo a 
nuestro país. En lo personal, señalé ante esta Comisión que no estoy dispuesto a votar absolutamente nada, 
por más acuerdo de partes que haya, si no estoy de acuerdo con ello. Me parece que la visión corporativa que 
tiene OIT se fue de mambo, para decirlo en criollo. No sé cómo funcionará en otros lugares pero acá, más 
allá de los acuerdos entre empresarios y trabajadores, tiene que pasar por el Parlamento y este tiene que darle 
el okey. Yo no estoy dispuesto a que de una forma despreciativa no se atienda nada de lo que venimos 
haciendo. 


También quiero agradecer al señor Ministro particularmente su rápida respuesta a los últimos llamados que le 
he realizado. Asimismo, quiero señalar algo que le dije en su momento y que espero haya transmitido: en los 
últimos tiempos, con el señor Subsecretario no he tenido la misma suerte. En algunos casos le manifesté mi 
profunda indignación por algunas expresiones a la prensa, principalmente relacionadas con la demora del 
Parlamento en tratar la ley de abreviación de juicios laborales, sobre todo porque este es un tema que viene 
del período pasado. Cuando las autoridades del Gobierno anterior concurrieron al Parlamento con un 
proyecto de ley de abreviación de juicios, le señalamos todo lo que iba a suceder, en particular, todas las 
inconstitucionalidades que se iban a dar y cómo eso, en lugar de abreviar y solucionar los problemas a los 
trabajadores, iba a generar muchísimos problemas. Lamentablemente, todo eso se cumplió, por necedad de la 
autoridad del momento. Cuando vinieron acá, y estaba presente el Diputado Garino Gruss, hubo un 
compromiso de alcanzarnos en quince días el proyecto de ley de abreviación de juicios, lo que luego demoró 
un poco más de la cuenta. Tuvimos que enterarnos por las Cámaras empresariales y por el PIT-CNT cuál era 
el proyecto, porque el señor Subsecretario no quiso dejarlo acá, en esa actitud de arreglarse con las Cámaras 
y con los trabajadores, sin importar qué diga el Parlamento. Lo obtuvimos y después entró al Senado. 
Mientras tanto, no hubo una llamada, ni siquiera informal. Dialogamos con el señor Ministro para pedirle que 
la Comisión de Legislación del Trabajo integrara la comisión que estaba estudiando las modificaciones a la 
ley de abreviación de juicios. El señor Ministro tuvo una actitud muy abierta, pero luego no recibimos 
ninguna invitación, ni siquiera respuestas, para poder incidir en el tema, porque lo cierto es que algo tenemos 
que ver; para algo la soberanía de la gente nos puso acá. 


Por lo tanto, vamos a tratar de aprobar rápidamente el proyecto de ley de abreviación de juicios laborales. Me 
sentí realmente indignado con que se dijera que esto demora por el Parlamento, porque hoy tenemos varios 
miles de juicios de inconstitucionalidad trancando a los trabajadores, que no pueden cobrar por caprichos de 
gobernantes. Eso es fastidioso. 


Hay más cosas que quiero plantear, pero prefiero que el señor Ministro tenga su tiempo para expresarse. 
También quisiéramos discutir las condiciones de trabajo en que están los funcionarios del Ministerio, quienes 
han tenido problemas de salud importantes, y en qué situación se encuentra la negociación colectiva de los 
funcionarios públicos, ya que he escuchado hasta el cansancio las denuncias de COFE en cuanto a la 
violación de la negociación colectiva. En fin: hay un rosario de temas que debemos tratar en el transcurso de 
una mañana o una tarde, pero sin tener establecida una hora de finalización. Pensé que hoy iba a poder darse 
eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A instancias del señor Diputado Abdala, hemos conversado con el Presidente 
de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, y hemos resuelto 
trabajar desde esta Comisión sobre el tema de la abreviación de los juicios laborales, teniendo en 
cuenta las visitas que hemos concertado con anterioridad. 


SEÑOR PUIG.- Estoy un tanto sorprendido por el desarrollo de la reunión. Pensé que en primera 
instancia íbamos a escuchar al equipo de Gobierno, que está perfectamente informado acerca de los 
temas que trataríamos, pero ya que se está haciendo una ronda previa, planteando los aspectos 
sustanciales que se esperan de la respuesta del Ministerio, quisiera hacer alguna consideración general 
de lo que se hace a nivel internacional. 


Uruguay tiene una ley de negociación colectiva que no se pudo concretar durante muchos años. Los 
trabajadores de este país no tenían derecho a negociar su salario ni las condiciones de trabajo. Hoy existe una 
ley de negociación colectiva que plantea un marco para atenuar las enormes desventajas que tienen los 
trabajadores frente a las Cámaras empresariales; no existían esos marcos de negociación y desde el Estado 
tampoco se generaban 


Creo que ha cambiado mucho la situación en Uruguay. Celebro que el Parlamento esté preocupado a raíz de 
opiniones de la OIT. Nosotros siempre hemos estado preocupados por la ausencia de negociación colectiva 
en este país. Nos parece que un aspecto importante a destacar es la consideración que existe a nivel 
internacional en cuanto a si ha constituido o no un avance en este país que exista una ley de negociación 
colectiva, que exista una ley de fueros sindicales, que el anterior y actual Gobierno haya roto con una 
tradición en Uruguay, que era que el mejor sindicato representaba el que no existía. 


Me interesa saber qué consideraciones entiende el Ministerio que existen a nivel internacional. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDA SOCIAL.- Pongo en conocimiento de los señores 
legisladores que sobre la hora intentamos concretar la solicitud que el Presidente nos realizó respecto a 
la posibilidad de tener un intercambio con la misión de la OIT. Como saben, estas misiones 
normalmente se preparan con mucho tiempo y vienen con una agenda predefinida, por lo cual las 
gestiones resultaron infructuosas. Esto no significa que en el futuro sean fructíferas. 


Hicimos llegar la solicitud del Presidente. Obviamente, no vamos a hacer comentarios respecto al vínculo 
entre la OIT y el Parlamento porque es un problema entre esas dos instituciones. Para nosotros no tiene 
ninguna relación. 


Quiero hacer una aclaración. Antes del inicio de la Comisión no sabía cuánto tiempo iba a estar presente la 
delegación, el Instituto Nacional de Cooperativismo nos invitó a la inauguración de su "stand" en la Rural del 
Prado, pero no tengo inconveniente en avisar que no llegamos y continuar intercambiando ideas todo el 
tiempo que sea necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece bien, podemos decir a la delegación de la pesca que está 
esperando que los volveremos a recibir la semana próxima para dedicarnos, de lleno, a escuchar al 
señor Ministro. 


(¡Apoyados!) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Retrotrayéndonos a las últimas etapas 
de este proceso, que es lo que efectivamente interesa, quiero establecer que las consideraciones que el 
Comité de Libertad Sindical realizó sobre la ley de negociación colectiva, culminaron en una serie de 
recomendaciones, que los legisladores pueden obtener de la página web de la OIT o nosotros se las 
podemos hacer llegar. En el inciso b), el Comité pide al Gobierno que en consulta con las 
organizaciones de trabajadores y de empleadores más representativas tomen medidas para modificar 
la Ley N” 18.566, a efectos de dar curso a las conclusiones formuladas en los párrafos anteriores y 
asegurar la plena conformidad con los principios de la negociación colectiva y los convenios ratificados 
por Uruguay en la materia. El Comité pide al Gobierno que lo mantenga informado al respecto, 
etcétera. 


Hemos interpretado a la luz de la experiencia anterior del Período pasado, cuando se analizó y discutió la ley 
que cualquier eventual modificación a este proyecto de ley debe ser consensuada previamente entre los 
actores sociales. Esto nos parece que no es una cuestión que tenga que ver con aspectos jurídicos, sino, 
simplemente, con una razón de defensa de los criterios del tripartismo que promueve la OIT, sobre todo con 
las prácticas en materia de relacionamiento con los actores sociales. 


Los señores Diputados recordarán conozco el debate que se dio aquí, aunque no integré la Comisión que una 
de las razones que se argumentó en forma reiterada por parte del señor empleador consistía en que fue 
desconocido durante la negociación. Si bien nosotros no compartimos esto, y somos conscientes de que la 
delegación empresarial se retiró de la negociación a determinada altura no queremos abrir un debate sobre 


esto; es una cuestión de opiniones, lo cierto es que nuestro objetivo consiste en que cualquier eventual 
modificación que se haga a este proyecto de ley, llegue al Parlamento con un consenso de los actores 
sociales, lo que hará que esto tenga un sustento suficiente desde el punto de vista social y político. Creo que a 
esta altura existen algunos elementos que no están en consideración. 


En nuestra opinión, la vigencia de un sistema de negociación colectiva en Uruguay no está en consideración. 
No conocemos opiniones en contrario respecto a un mejor mecanismo para manejar las relaciones laborales. 
Es más: hace pocas semanas estuvimos en el Senado y legisladores de todos los partidos, respecto a un tema 
específico, nos planteaban la posibilidad de que en vez de sancionar un proyecto de ley transitáramos un 
proceso de negociación colectiva en una determinada rama de actividad, lo que hasta el momento no hemos 
podido resolver, aunque probablemente lo hagamos por ley. La negociación colectiva como herramienta para 
las relaciones laborales ha adquirido un alto grado de consenso en el sistema político y en la población. Este 
es un dato importante. 


Para tomar como referencia, la propia OIT en el informe mundial sobre salario de 2010-2011, analizando los 
fenómenos de la crisis económica internacional de 2008 y 2009, cita como ejemplo a Uruguay atribuyendo a 
la negociación colectiva un papel fundamental por el hecho de haber soportado los impactos de la crisis 
económica sin recesión. Esto le sucedió exclusivamente a cinco países en el mundo; solo cinco países en el 
mundo no sufrieron caída por debajo de cero de su Producto Bruto y al mismo tiempo no hubo pérdida de 
puestos de trabajo. También Uruguay fue destacado por esta razón en el informe anual que hace el Director 
General ante la Asamblea Anual de la OIT. En el informe sobre salarios que recomiendo leer porque me 
parece muy interesante, no solamente por este tema sino para que se vea la situación a nivel mundial hay una 
referencia específica al rol que la negociación colectiva jugó cuando se negociaron distintas situaciones 
particulares que permitieron instrumentar medidas que hicieron que no hubiera impacto fundamentalmente 
sobre los puestos de trabajo. Me refiero a herramientas que ustedes conocen como, por ejemplo, el régimen 
de seguro de paro, etcétera. Se trata de modificaciones acordadas y acuerdos tripartitos alcanzados en los 
propios Consejos de Salarios que, en muchos casos, hicieron que los trabajadores tuvieran que renunciar a 
algunas conquistas para mantener sus fuentes de trabajo y sobrellevar este fenómeno. ¡Vaya si otros países 
sufrieron ese impacto! 


Partimos de la base de que existe amplio consenso social y político. De acuerdo con la práctica cotidiana del 
Ministerio, cuando se plantean situaciones de conflictividad como naturalmente se plantean en las relaciones 
laborales y se continuarán planteando lo que habitualmente sucede es que las dos partes recurran buscando la 
instalación de un ámbito de diálogo y de negociación. 


La primera conclusión a la que arribamos es que la negociación colectiva ha venido para quedarse; creo que 
ha sido validada por la población, por la historia y por los actores políticos. Pero esto no significa que, como 
cualquier otro mecanismo que la sociedad se dé para resolver situaciones, quede absolutamente congelado en 
el tiempo; por el contrario, estamos transitando por la cuarta ronda de negociación de Consejos de Salarios. 
Los señores Diputados recordarán que muchas veces se ha manifestado que la negociación colectiva podía 
conducir, por ejemplo, a que algunas inversiones no se radicaran en el país o que el aumento desmesurado de 
los salarios pudiera venir acompañado de un incremento del desempleo, etcétera. Por suerte, nada de esto ha 
sucedido. Es más: como sabrán es muy habitual que al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social lleguen 
muchos inversores a tomar conocimiento de la legislación vigente y a conocer otros aspectos que no tienen 
que ver con las relaciones laborales sino con el empleo como, por ejemplo, con la seguridad social. Estamos 
absolutamente convencidos de que la existencia de un mecanismo de solución de conflictos y de un ámbito 
de relaciones son aspectos que juegan a favor de la confianza que tienen los inversores, tanto nacionales 
como extranjeros, a la hora de apostar al Uruguay. La multiplicación por siete de las inversiones que el país 
ha tenido en los últimos años me parece una demostración bastante contundente de que esto es así. 


En nuestra opinión, el hecho de que la negociación colectiva sea una herramienta validada no significa que 
no pueda trabajarse sobre contenidos de la ley así como sobre otros aspectos, como la experiencia práctica y 
concreta que se da día a día emergente de la propia relación entre los actores sociales y el Gobierno. 


Como saben, la queja presentada por la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay, por la 
Cámara de Industrias del Uruguay y por la Organización Mundial de Empresarios ante la OIT fue a raíz del 
proyecto de ley. Luego, durante el proceso de tratamiento en el Comité de Libertad Sindical se aprobó, por lo 
que algunas consideraciones y recomendaciones que se realizaron hacen referencia a aspectos del proyecto de 


ley y otras a la ley. No recuerdo exactamente qué establecía respecto a las condiciones de trabajo, pero en su 
artículo 12 se expresa claramente que las condiciones de trabajo son de negociación bipartita. En su 
momento, sobre este aspecto el Comité de Libertad Sindical tenía dudas, luego fueron absolutamente 
despejadas y no apareció nunca más en el análisis de la ley que hizo el Comité de Normas ni en ninguna de 
las otras consideraciones realizadas por el Comité de Expertos, etcétera. En el transcurso, algunos aspectos 
contenidos en el proyecto de ley fueron considerados en su momento y, otros, ya estando aprobada la ley. 
Creo que buena parte de las respuestas que el Gobierno uruguayo ha dado con relación a las distintas 
memorias que remite reiteradamente a la Organización Internacional del Trabajo sobre este y otros 
convenios, han ido despejando algunas dudas y, en ese sentido, este tema planteado por la OIT ya ha 
desaparecido de la agenda. 


En ocasión de que se presentaran estas consideraciones, recordarán no quiero equivocarme en las fechas que 
tuvieron oportunidad de recibir en esta Comisión a una delegación encabezada por el señor Subsecretario, 
uno o dos representantes del PITCNT y de las cámaras empresariales, oportunidad en la que se les puso en 
conocimiento del inicio de un diálogo respecto a eventuales modificaciones a la ley, en base a las 
recomendaciones que realizara en su momento el Comité de Libertad Sindical. Aclaro que utilizo la 
expresión "recomendaciones", porque, precisamente, son recomendaciones las que hace dicho Comité. 
Entonces, se informó al Parlamento sobre la instalación de este ámbito y creo que se acordó en todo caso, lo 
aclarará el doctor Loustaunau que a partir de ese momento, periódicamente se informaría cómo iría 
evolucionando esta negociación. 


En el transcurso de este proceso, en el mes de junio, surgió la posibilidad de que una misión visitara al país a 
solicitud del Comité de Expertos. Como los señores Diputados saben el análisis de este tema tomó estado 
público, el Gobierno uruguayo, luego de evaluarlo su Consejo de Ministros, el propio Presidente resolvió que 
para Uruguay era una instancia importante y constituía un orgullo poder exhibir nuestro sistema de relaciones 
laborales. Por tanto, el país estaba absolutamente dispuesto a recibir una misión en el marco de la más 
absoluta libertad, para que ella se contactara con quien quisiera, pudiera tomar la información que deseara y, 
eventualmente, realizar las consideraciones pertinentes al Comité de Expertos. Y así lo comunicamos a la 
OIT. Si lo desean, disponemos de todas las notas que hemos enviado durante este tiempo y que no trajimos 
porque, como imaginarán, son muchas. Al mismo tiempo, continuamos informando respecto a la evolución 
de la negociación de esta Comisión de la que tenían conocimiento a través de la información brindada por el 
señor Subsecretario del Ministerio. 


Aceptada esta misión, como lo hacemos habitualmente, concurrimos en el mes de junio a la Asamblea Anual 
de la OIT que se realiza en la ciudad de Ginebra, acompañados de una delegación que en esta oportunidad 
fue más numerosa en virtud de que el Ministerio invitó a participar a una delegada del Sindicato Único de 
Trabajadoras Domésticas se iba a discutir un convenio internacional sobre trabajo doméstico que, por suerte, 
fue aprobado y a una representante del sector empleador de la Liga de Amas de Casas. Como ustedes saben, 
en el marco de la conferencia se definen los casos analizados por el Comité de expertos durante el desarrollo 
de la reunión. 


Uruguay fue elegido como uno de los casos que iba a ser analizado por el Comité de expertos. El Uruguay 
tiene una particularidad que hay que destacar. Me refiero a que la delegación uruguaya integrada por 
empresarios, trabajadores y el Gobierno, es la única en el mundo que se aloja en el mismo hotel, en Ginebra. 


Allí surgió un diálogo entre los distintos actores. En esa conferencia, se encontraba la delegación del PIT= 
CNT, y también algo que no sucede habitualmente los Presidentes de la Cámara de Comercio y de Industria, 
el doctor Varela y el señor Washington Burghi. En el transcurso de esos días, surgió la posibilidad de trabajar 
sobre la base de un posible acuerdo que implicara que el caso uruguayo fuera retirado del análisis de la 
Comisión de expertos, en virtud de un acuerdo alcanzado. La Directora del Departamento de Normas 
presentó una propuesta que, francamente, no satisfizo al Gobierno ni tampoco a la delegación de los 
trabajadores. Pero esto no impidió me parece que es un hecho positivo, y es bueno que se conozca que 
durante una jornada extremadamente extensa que se desarrolló con la misión de Uruguay en Ginebra, 
discutiéramos acerca de aspectos generales de los siete u ocho puntos que considerábamos centrales de las 
recomendaciones que había realizado el Comité de Libertad Sindical. 


A lo largo de la jornada, se hicieron consideraciones de carácter general, que también han sido públicas, y 
alcanzamos un principio de acuerdo, obviamente, sujeto a las decisiones que cada una de estas 


organizaciones, empresariales y de trabajadores, adoptaron luego en el Uruguay. 


Creo que, más allá de que algunos de estos aspectos no fueron de satisfacción, en particular, del PITCNT, 
advertimos en ese diálogo un escenario extremadamente significativo y clave para cualquier práctica en este 
sentido, que tiene que ver con la construcción de confianza entre las partes. Estamos convencidos de que una 
de las fortalezas de la negociación colectiva es la confianza. Esto puede verse en las diferencias de procesos 
desarrollados en varios sectores de actividades económicas, donde se ha construido confianza entre las partes, 
lo cual no quiere decir que nadie resigne absolutamente nada de lo que son sus principios y objetivos 
estratégicos; pero hay confianza o no hay confianza entre los actores. 


Cuando se construye confianza, se logran avances significativos, a veces, en el ámbito de los Consejos de 
Salarios, y, a veces, en el de la negociación bipartita entre trabajadores y empresarios. Un ejemplo que no por 
repetido hay que dejar de plantearlo de construcción de relaciones laborales es la Cámara de la Construcción 
y el Sindicato Único Nacional de la Construcción y Afines, SUNCA. Nosotros consideramos que son 
relaciones laborales positivas, modernas y que abordan no solo temas estrictamente relacionados con 
aspectos salariales, que son fundamentales, sino también incluyen otros aspectos que son cada vez más 
importantes en la vida de los trabajadores. Me refiero a aspectos de seguridad y salud en el trabajo poco 
importa el salario de un trabajador que muere en un accidente de trabajo y a los relativos a formación y 
capacitación de los trabajadores. 


El crecimiento de la economía del país nos exige cada vez más desde ese punto de vista para que los 
uruguayos, efectivamente, podamos aprovechar las oportunidades que nos está brindando. 


Uno de los riesgos que estamos viviendo es la brecha salarial que se abre cada vez más entre trabajadores 
calificados y no calificados. Este es un problema nuevo en el mercado laboral uruguayo. La realidad es que el 
porcentaje de desempleo de los trabajadores calificados está cercana al cero, mientras que la de los menos 
calificados está por encima de la media. 


La situación que se dio en su oportunidad no culminó exitosamente desde el punto de vista de los resultados, 
pero consideramos que fue un gran avance, porque permitió que la misión que la OIT llegó el país hace pocas 
semanas encontrara, más allá de las diferencias, un escenario de relaciones positivas, que permitieron 
alcanzar un acuerdo. Se trata de un documento que voy a proporcionar al señor Presidente para que sea 
distribuido que finalmente firmaron empresarios, trabajadores y Gobierno. 


Quiero destacar algunas cuestiones que vale la pena conocer. Es muy difícil que una misión de estas 
características alcance un acuerdo. Estas no son palabras mías, sino de la Directora del Departamento de 
Normas de la OIT, porque en general estas misiones llegan a países donde existen gravísimas violaciones a 
los derechos humanos, donde son violadas todas las libertades sindicales. La propia Directora nos mencionó 
que en una visita anterior a un país centroamericano que no voy a mencionar se hizo una denuncia 
relacionada con la desaparición de un dirigente sindical, que, obviamente, no fue encontrado. Se trasladaron 
en ese país con una fuerte guardia de seguridad y medidas de todo tipo, dados los niveles de violencia 
existentes. 


El Uruguay no presenta esta realidad. En la página web de la OIT se pueden encontrar los treinta casos que 
analizó el Comité de Expertos en junio. Reiteradas veces se dijo que no se comprendía la presencia de 
Uruguay en ese listado, porque, en general, las situaciones que están a consideración tienen estas 
características. 


Seguramente, ustedes conocen la exposición que en su momento realizó el señor Subsecretario en defensa del 
Gobierno uruguayo y las conclusiones a las que llegó el Comité de Expertos, que reconoce la existencia de la 
más amplia vigencia de los derechos humanos y de la libertad sindical en el Uruguay, que para un país como 
el nuestro, es un hecho para nada menor, que nos enorgullece a todos los uruguayos, y así está expresado. 


Algunos temas fueron retirados en el Comité de Expertos, uno de ellos, el relativo a las condiciones de 
trabajo, que no se mencionó más, porque quedó suficientemente claro que la ley había recogido lo que 
recomendaba la OIT. Tampoco fue considerado el tema de las ocupaciones, porque la queja hizo referencia a 
la ley, y esta no contiene ningún aspecto referente a ellas, como mencionó el señor Diputado Abdala, sino 
que, desde el punto de vista legal, ese tema se encuentra regulado por el decreto que se mencionó. 


Durante el desarrollo de la misión, que tuvo una agenda apretada de menos de tres días, se llevó a cabo una 
reunión con el Gobierno en la que lo pusimos al tanto de lo sucedido entre la entrevista que mantuvimos en 
Ginebra y la llegada al país, una reunión con los trabajadores, que se desarrolló en la sede del PIT-CNT, una 
reunión con las Cámaras empresariales y una reunión que se realizó en el Ministerio de Trabajo y Seguridad, 
que tuvo carácter tripartito. 


En esta reunión, se alcanzó un acuerdo sobre la base del documento que mencioné, que se titula "Uruguay, 
acuerdo tripartito", que hace referencia al inicio de una nueva etapa de diálogo nosotros pusimos expreso 
acento en eso, porque se trata de una nueva etapa de diálogo; no es el inicio del diálogo, dado que, en nuestra 
opinión, diálogo hubo siempre, sobre los comentarios del Comité de libertad sindical, de la Comisión de 
expertos en aplicación de convenios y recomendaciones y de la discusión por parte de la Comisión de 
aplicación de normas de los artículos de la Ley N* 18.566, que son objeto de comentarios. Esto es lo que 
menciona el primer punto. 


El segundo punto establece el inicio de esta nueva etapa de diálogo a partir del 10 de octubre. Esto responde 
a un hecho absolutamente claro. Todos sabemos que el PIT-CNT está transitando por una etapa de congreso, 
lo que implica la elección de un nuevo organismo de dirección, y es natural que una discusión de este tipo se 
dé con el nuevo organismo, es decir, con el que va a tener la conducción de la Central de Trabajadores en los 
próximos años, y no con la dirección saliente, más allá de lo que pueda suceder en materia de cambios, que 

no nos importa. Esta fue una sugerencia que realizó el Gobierno, que la misión aceptó y entendió razonable. 


También acordamos que entre el 10 de octubre y el 10 de noviembre esto tiene que ver con los tiempos de 
reunión del Comité de expertos, al cual la misión iba a realizar un informe se realizarán las instancias de 
diálogo que sean necesarias a efectos de ver qué avances se pueden producir con relación a los comentarios 
del Comité de Libertad Sindical. Una vez que se llegue a esa fecha, serán enviados al departamento de 
normas para que, en un plazo que ellos mismos establecieron que fuera sin demoras, realizaran una 
devolución con los comentarios que entendieran pertinentes respecto a los eventuales acuerdos que pudieran 
alcanzarse en este lapso. Luego del informe de avances y de los comentarios, se comunicará a la Comisión de 
expertos y se continuará con el diálogo, con el objetivo como dije al principio de alcanzar un acuerdo que 
contemple la opinión de las tres partes que conforman la negociación tripartita. Después, el Parlamento lo 
analizará y realizará o no modificaciones. 


Entonces, esta es la parte en la que culmina nuestra labor. 


Quiero establecer claramente que la Organización Internacional del Trabajo se vincula con los Gobiernos y 
con los actores sociales. No voy a abrir juicio con respecto a si se reconoce o no al Parlamento. Yo sí 
reconozco al Parlamento uruguayo, no solo porque lo integré, sino porque creo que en él radica la soberanía 
popular. Pero los procedimientos que establece la OIT son estos. Nosotros los hemos seguido y confiamos en 
que, en el lapso previsto, se pueda alcanzar el máximo acuerdo posible. Me parece que es importante que 
quede claro que no estamos atados a una fecha concreta para cerrar la negociación. También es cierto que, 
por lo menos en la opinión del Gobierno, hubo un avance en las reuniones que se desarrollaron en la ciudad 
de Ginebra durante la Asamblea anual de la OIT. 


Más allá de esto, que es la historia del proceso y de algunas definiciones que considero importantes y que 
eran reclamadas, creo que he contestado claramente: el Gobierno quiere enviar al Parlamento un proyecto 
acordado con trabajadores y empresarios para que se constituya en un sustento válido sobre el cuál el Poder 
Legislativo pueda trabajar con la máxima libertad posible. De lo contrario, entendemos que el proyecto 
estaría rengo por llamarlo de alguna manera y que, posiblemente, ameritaría el inicio de un proceso de 
características similares al que hemos vivido hasta ahora. 


Parto de la base de que un acuerdo nunca contempla totalmente los intereses de todos, pero la construcción 
de un acuerdo es lo que, en nuestra opinión, daría las garantías para que ninguna de las partes inicie 
nuevamente un proceso de queja ante la OIT. Por eso, hemos insistido y hemos reiterado la concepción que 
tiene el Gobierno. 


Además, desistimos de tomar un camino mucho más fácil para nosotros, es decir, enviar al Parlamento un 
proyecto que nos pareciera adecuado y enviar una nota a la OIT diciendo que habíamos remitido al 
Parlamento un proyecto cumpliendo con lo que, a nuestro entender, son las recomendaciones del Comité de 
Libertad Sindical. Sin embargo, no quisimos optar por ese camino, que nos parece equivocado, que quizás 


pueda solucionar el problema en el momento, pero que deja instalados los aspectos de fondo que son los que 
queremos trabajar. 


El Gobierno está empeñado en la construcción de relaciones laborales confiables. Esto es parte de nuestra 
tarea cotidiana, porque, en nuestra opinión, el marco legal contribuye, pero los actores son determinantes. En 
ese sentido, creemos que en estos últimos años se ha ido avanzando mucho. Esto es lo que se visualiza 
cuando se tiene la posibilidad de hablar con distintos sectores en forma permanente, tratando de adelantarse a 
la situación de conflicto que se genera habitualmente en el mundo del trabajo. 


Sé que a esta Comisión llegan muchos planteos; nosotros recibimos las versiones taquigráficas y las leemos 
con atención. A veces, sucede que el conflicto ya está resuelto cuando recibimos la versión taquigráfica. En 
cambio, hay conflictos que tienen otros orígenes, son de larga data y de difícil resolución. 


En términos generales, este es el proceso que se ha dado. Este es el acuerdo que hemos alcanzado con la 
Directora del Departamento de Normas, que, como sabemos, es la tercera en jerarquía en la Organización 
Internacional del Trabajo. Creemos que el país ha quedado bien parado y que, a partir de la instancia de 
octubre, hay que empezar a trabajar. Como establece el documento que hemos entregado, nosotros vamos a 
trabajar, no sé si en un proyecto de modificaciones, pero sí en lineamientos que entendemos que pueden 
ayudar al diálogo para acercar las partes. 


Quiero que comprendan que, en algunos casos, es importante la reserva de las opiniones, porque, si no, se 
consolidan posiciones rígidas, de las que es muy difícil moverse. Entonces, creo que es conveniente que 
sepan que es bueno que se informe, que durante todo este tiempo, antes y después de la Conferencia, el 
Gobierno nunca dejó de tener diálogo con ninguno de los actores que participan de las relaciones labores, con 
ninguna Cámara ni con ningún sindicato. | Sabemos que algunas cosas se han conocido y que otras no. De 
todos modos, creo que la calidad del escenario de intercambio y de diálogo es notoriamente superior, porque 
el país ha evolucionado, se acumuló experiencia y hay niveles de confianza que se han ido construyendo en 
estos años y que debemos preservar. Todos podemos ayudar a construir ese tipo de relaciones. 


SEÑOR ABDALA.- La exposición del señor Ministro ha sido muy exhaustiva y le agradecemos mucho 
la disposición, no solo de venir, sino de hacer un esfuerzo en cuanto al "racconto" de todo este largo 
proceso. 


Estoy dispuesto a aceptar el concepto de que el país ha quedado bien parado en función de las resultancias de 
esta misión, pero también creo que esa circunstancia no es definitoria. Interpreto esa es mi visión que el país 
está bien parado hoy, pero después, estará bien o mal parado en función de lo que logremos al cabo de este 
mes de negociación. Esa es la preocupación que tenemos todos, empezando por el Poder Ejecutivo. 


Es verdad que las observaciones como se las llama comúnmente del Comité de Libertad Sindical son 
recomendaciones desde el punto de vista jurídico. Pero, desde el punto de vista político y de la política 
internacional o de la participación del país en los ámbitos internacionales, en este caso, en el seno de la OIT, 
creo que este pronunciamiento del Comité es de una enorme contundencia y obliga al país a resolver en un 
sentido o en otro esta situación. Entiendo que Uruguay no va a poder convivir convenientemente con estas 
recomendaciones en forma sostenida a través del tiempo. Creo que el país debe buscar una salida. 


Aclaro que no responsabilizo a este Gobierno ni al anterior, y tampoco pretendo juzgar la conducta de los 
trabajadores ni la de los empresarios. Simplemente, trato de ser objetivo y de describir una situación que está 
planteada. A esta altura, ya no importa demasiado cómo se generó o si el año y medio que transcurrió fue o 
no prudente; creo que no vale la pena ingresar en eso. 


El hecho es que la misión salió bien en el sentido de que no podíamos a priori plantearnos demasiadas 
expectativas de la presencia de la OIT en sí misma. Obviamente, quien se propusiera dejar este tema resuelto 
y que al día siguiente de que la misión partiera del Uruguay el Gobierno remitiera un proyecto de ley al 
Parlamento, no sabía de lo que estaba hablando. También es verdad que la presencia de la misión de la OIT 
en Uruguay, en todo caso, configuró un estado de cosas en función de lo cual creo que ahora todos 
deberemos someternos a una determinada cadencia y al cumplimiento de determinadas etapas que, en 
función de que salgan bien o mal, determinarán que el país pueda sortear con éxito o no esta circunstancia. 
Eso es lo que nos preocupa. 


Por eso, insisto en una consulta sobre un tema que el señor Ministro en algún sentido se aproximó o bordeó 
desde el punto de vista conceptual, pero tal vez no llegó a dar una respuesta concreta. Todos estamos 
dispuestos a hacer un esfuerzo para que la negociación fructifique y se llegue a una solución de consenso 
porque es esencial, pero antes, en materia de relaciones laborales, es esencial también el consenso social. 
Pero si este no llegara a acontecer, si fuera cierto el anuncio o el vaticinio del señor Juan Castillo en el 
sentido de que tiene pocas expectativas de que se llegue a un acuerdo ¿qué vamos a hacer? 


Tal vez el Gobierno me diga que todavía no lo tiene pensado ni resuelto y es una respuesta. No pretendo 
presionarlo ni inferir de las afirmaciones del señor Ministro tal o cual conclusión. Sin embargo, si el 10 de 
noviembre el Gobierno se ve enfrentado a tener que informar a la OIT que la situación se mantiene más o 
menos incambiada o que no se ha llegado a una solución ¿el Ministerio ya pensó un determinado 
comportamiento, actitud o decisión? Tal vez se me diga que todavía no, y yo creo que es válida la respuesta. 
Reitero: no pretendo inferir la respuesta 


En todo caso, repito la pregunta. 


Reitero la otra consulta, porque creo que es parte del tema. Si bien es verdad que el capítulo relacionado con 
las ocupaciones fue desglosado del proyecto original y no se convirtió en ley, también es verdad que fue 
motivo de las observaciones o recomendaciones de la OIT que recogen, por otra parte, los planteamientos 
anteriores de la Oficina Regional, cuando esta Comisión la consultó. En ese sentido, hay criterios muy claros 
que, según tengo entendido, también estuvieron en la mesa de trabajo cuando compareció esta misión. 


Esta misma explicación que nos daba el señor Ministro yo la leí en la prensa de boca de él. El señor Ministro 
dijo que había un decreto vigente y que, por lo tanto, debía resolverse por esa vía. Francamente, yo creo que 
no se resuelve por la vía del decreto, por lo menos, en los términos en los que lo concibe la OIT. Si la OIT 
nos demanda garantizar el derecho al trabajo de los no huelguistas y garantizar el ingreso de los empresarios 
al lugar de trabajo en el momento de la ocupación más allá de la legitimidad o no de la ocupación; ese no es 
el debate de hoy, en la lógica de lo que el Gobierno ha definido como política y como extensión del derecho 
de huelga, el decreto vigente no resuelve eso. 


El decreto vigente no establece un mecanismo para desocupar o para garantizar que los que quieren trabajar y 
que no están ocupando lo puedan hacer; establece determinadas garantías para la vida, la salud y la integridad 
de los bienes, pero nada dice de lo otro. De manera que es un decreto, en todo caso, para hacer efectivo el 
cumplimiento de una ocupación que se quiere llevar a cabo y establecer garantías para determinadas cosas, 
pero no para el derecho al trabajo de los no huelguistas y tampoco para la posibilidad de que los empresarios 
puedan ingresar al lugar de trabajo cuando está ocupado. 


El Gobierno es responsable del decreto, de haberlo dictado el Gobierno anterior y de sostenerlo el actual; eso 
es objetivo. Entonces, frente a esa circunstancia de hecho que estoy seguro que va a estar en las 
negociaciones que empiezan el 10 de octubre, porque, por lo pronto, el sector empresarial ya lo anunció 
¿piensa plantearse esta cuestión? ¿Piensa hacer ajustes al decreto? Esa es la pregunta que quedó sin contestar 
y que me veo en la obligación de reiterar. 


SEÑOR PUIG.- Creo que esta primera intervención del señor Ministro nos ilustra sobre todo un 
proceso para no considerar como un elemento aislado la visita de una misión de la OIT al país, que es 
un tanto singular. Por lo menos, a mí, me sorprendió, y me pareció bien la actitud del Gobierno de dar 
la bienvenida a esta misión, de modo de poder constatar en la realidad cuál fue la evolución de las 
relaciones laborales en Uruguay. Realmente, me sorprendió por haber participado en más de una 
oportunidad como representante del PP-CNT en la OIT y lo dificultoso que siempre ha sido lograr 
misiones de la OIT para países en los que se violan de forma sistemática los derechos de los 
trabajadores o los derechos humanos en general. 


El planteamiento realizado por las cámaras empresariales uruguayas tuvo un desenlace por lo menos, para mí 
un tanto sorprendente, porque, en realidad, la situación en Uruguay dista muchísimo de la que se analiza 
permanentemente en la OIT. 


Comparto la bienvenida que dio el Gobierno a la misión de la OIT para comprobar, en definitiva, los cambios 
fundamentales que ha habido en nuestro país en materia de negociación colectiva. Creo que los organismos 


internacionales y la OIT, a través de su Director, el señor Somavia, han reconocido el proceso que viene 
llevando adelante Uruguay. En materia de empleo y de negociación colectiva, ese proceso permitió que el 
país afrontara una situación difícil a nivel internacional con buenos resultados. 


Sinceramente, opino que no estamos ante una situación en la cual nuestro país quede expuesto a demandas 
internacionales. Lo que constató la misión de la OIT en Uruguay, de alguna manera, se va a traducir en un 
nuevo informe de reconocimiento. Esto no quiere decir que la situación en Uruguay sea excelente en todos 
los aspectos. |En esta Comisión hemos recibido y seguimos recibiendo diariamente denuncias sobre 
violaciones a la libertad sindical, despidos de trabajadores, despidos de direcciones sindicales por querer que 
se respeten las leyes vigentes en el país, como la de negociación colectiva o la de fuero sindical. Creo que 
hay muchas cosas para analizar y para resolver en nuestro país. Nosotros nos comunicamos con el Ministerio, 
le pasamos las versiones taquigráficas y le trasladamos nuestra preocupación, por ejemplo, sobre lo que 
aconteció hace pocos días en el Frigorífico PUL o acerca de lo que ocurre a nivel de empresas de servicios 
fúnebres, en las que se despide a empleados por organizar sindicatos. Esas realidades están presentes en 
nuestro país. 


¿Cuál va a ser el proceso de negociación, el proceso de intercambio? Recibimos al PI-CNT y a las cámaras 
empresariales, que nos plantearon que iba a haber un proceso de intercambio, de debate y demás. ¿Cuáles van 
a ser los resultados? No lo sabemos, en primer lugar, porque estamos en presencia de intereses distintos. Las 
cámaras empresariales plantean su preocupación por las ocupaciones, pero esto no hace a la realidad 
cotidiana del Uruguay. El movimiento sindical las reivindica no como una extensión, sino como una 
modalidad del derecho de huelga que ha utilizado a lo largo de la historia, no solo para defender sus intereses 
concretos, sus intereses más directos, como salario o condiciones de trabajo, sino la democracia, esa 
democracia que hoy, entre todos, estamos tratando de fortalecer día a día, pero que en momentos difíciles el 
movimiento sindical defendió con esas medidas de lucha para conservar las libertades que se avasallaban en 
el país. 


Yo tengo una visión distinta de la situación en la cual está Uruguay. Sin duda que el movimiento sindical va a 
concurrir con el mejor ánimo a esa reunión de intercambio, pero como decía el señor Ministro, la OIT se 
plantea un criterio tripartito de negociación en el que estén presentes los actores sociales, los trabajadores, los 
empresarios y el Gobierno es lo que fomenta la OIT y ese proceso se está cumpliendo. Obviamente, ese va a 
ser un proceso dificultoso. 


Yo creo que lo que se comentó es una interpretación como otras de las palabras del compañero Juan Castillo 
con respecto a la historia en Uruguay. En realidad, en los últimos años se han hecho esfuerzos y avances en el 
país, pero desde mi punto de vista, y no comprometo la opinión de nadie en esto falta cultura democrática en 
algunas cámaras empresariales, que dificultan la negociación. Por eso las dudas del compañero Juan Castillo. 


He mantenido conversaciones con integrantes del Secretariado que me han planteado que, una vez más, el 
movimiento sindical uruguayo va a concurrir a ese diálogo, va a intercambiar y va a tratar de llegar a 
acuerdos, pero ¡eso sí! defendiendo aspectos que son inalienables para los trabajadores como es la libertad 
sindical, la independencia del movimiento sindical y la posibilidad de seguir defendiendo los intereses de los 
trabajadores y del país. Por tanto, esas consideraciones que se hacen a nivel internacional sobre la evolución 
de la negociación colectiva, de los fueros sindicales en definitiva, estamos hablando de democracia en 
Uruguay son muy importantes. Pero falta muchísimo, porque no creo que esté todo a pedir de boca en las 
relaciones laborales. Sabemos que hay dificultades, que hay problemas con la negociación colectiva de los 
públicos y sabemos que se está trabajando en eso, pero yo creo que Uruguay está asistiendo desde hace unos 
años a una situación abismalmente diferente para bien a las que se consagraban en este país hace no muchos 
años, cuando el mejor sindicato era el que no existía y se desconocían los derechos elementales de los 
trabajadores. Yo creo que se viene avanzando en ese sentido y vamos a contribuir a que a nivel tripartito se 
siga avanzando en este país. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Deseo hacer algunas precisiones, 
sobre todo para no confundirnos. 


En primer lugar, quisiera hacer algunas reflexiones sobre las palabras del señor Diputado Puig. Voy a decir 
dos cosas en las que creo francamente. Primero, fue una gran sorpresa en la OIT esto nos lo manifestaron 


delegaciones gubernamentales múltiples que el caso de Uruguay fuera ingresado al Comité de Expertos. Creo 
que fue una profunda sorpresa que nadie esperaba. 


En segundo término, voy a decir otra cosa de la que me hago cargo y de la que estoy convencido: creo que 
nadie quería que esto llegara al Comité de Expertos. Cuando digo "nadie", lo hago con convicción. Pero a 
veces las cosas se van de las manos. Por eso yo digo que me parece que hay que ser cuidadosos. 


Finalmente llegamos, y creo que salimos muy bien del Comité de Expertos, no solo por el reconocimiento de 
la realidad del país, sino porque se hicieron apreciaciones profundamente equivocadas por parte de la 
representación empresarial, no la uruguaya. Cuento esto como una anécdota para dar cuenta del escenario. 
Un representante español hizo referencia a la ley que permitía las ocupaciones; en Uruguay no hay ninguna 
ley en ese sentido. Y para corregir el error, dijo que lo que había era un Real decreto. Rápidamente se dio 
cuenta de que por suerte en el Uruguay no hay monarquía; lo que hay es una República democrática. 


Quiero aclarar para evitar confusiones que nos lleven a error que no tenemos un plazo de un mes para 
modificar la ley; tenemos un plazo para enviar un informe de los avances sobre este tema. Esto me parece 
que es muy importante porque no quisiera polemizar públicamente con nadie respecto al incumplimiento del 
plazo. No hay ningún plazo. Lo que hay pueden consultarlo con cualquiera de los actores participantes de la 
reunión, tanto empresarios como trabajadores es un compromiso de enviar en un mes un informe de los 
avances a los que hayamos arribado durante esta negociación para que sean evaluados por el Comité de 
Normas y para que este formule comentarios sin demora. La expresión precisa es "informe de avances". 


Respecto a si vamos a enviar un proyecto no consensuado, he respondido claramente que no lo vamos a 
hacer. No creemos que sea bueno políticamente ni para la sociedad uruguaya enviar un proyecto no 
consensuado; tampoco creemos que sea buena algo que legítimamente se puede hacer una iniciativa 
parlamentaria en este sentido en este caso el Poder Ejecutivo no tiene iniciativa privativa y aprobarla. 


Es claro, porque ha sido parte de nuestro diálogo con las cámaras empresariales y con los trabajadores, que 
asumimos un compromiso. No voy a dejar dudas respecto del compromiso que asumí con el Secretariado del 
PTEECNT, con el Presidente de la Cámara de Comercio y con el Presidente de la Cámara de Industrias. Por lo 
tanto, haremos el máximo esfuerzo posible para alcanzar un consenso. Me parece que este es un elemento 
clave que apunta a la construcción de la confianza de la que hablaba hoy y que, además, sería contradictorio 
con la recomendación que nos intima alcanzar un consenso. 


Entonces, creo esto lo digo claramente; podrá ser criticado y, sin duda, habrá otras opiniones que no 
contribuiríamos en nada si enviáramos un proyecto; al contrario, seguramente al poco tiempo estaríamos de 
nuevo acá discutiendo la queja del mismo o de otro de los sectores involucrados. Como no quiero que haya 
dudas sobre los plazos, tampoco quiero que las haya en este caso. Me parece que hay que ser francos. Vamos 
a trabajar porque, además, estamos convencidos de que es posible, aspecto no menor. Si hubiéramos llegado 
a la conclusión de que era imposible negociar, habríamos mandado un proyecto para que el Parlamento 
votara lo que le pareciera mejor o para que las mayorías parlamentarias votaran lo que quisieran está claro 
que para nosotros sería extremadamente más fácil, pero hemos optado por el otro camino, porque creemos 
que fortalece la negociación colectiva. Es más, en su momento, en el diálogo de Ginebra el señor 
Subsecretario no me deja mentir, el planteo realizado por los empresarios partía de esta base. 


Con respecto a las ocupaciones, no solo comparto la apreciación del señor Diputado Puig en el sentido de que 
estamos en un escenario distinto me parece que es un dato que hay que relevar; el Ministerio no cuantifica 
conflictividad ni cosas por el estilo, pero lo hacen otros, y está claro que hoy estamos en un escenario 
diferente, sino que estamos convencidos de ello. Actualmente más de 800.000 trabajadores privados tienen 
cobertura en convenios colectivos vigentes a veinticuatro o treinta meses, aspecto clave para comprender por 
qué hoy hay menos conflictividad que hace diez o quince años, cuando eran notoriamente más que ahora 
porque no había marco legal ni negociación colectiva. Por eso, como todos, avanzamos en la vida y cuando 
digo "todos", me refiero a todos y la negociación colectiva actualmente es parte de una visión que me parece 
que es común. 


Hoy este tema adquiere una relevancia sustancialmente diferente a la que tuvo en otro momento. 
Obviamente, en la historia hay distintos momentos; hoy las circunstancias son diferentes a las de hace quince 
años, pero también a las de hace cuatro, cuando se restablecieron múltiples derechos que los trabajadores 
perdieron durante muchos años; esa es la verdad, según nuestra opinión. Eso genera tensiones. Hoy hay cosas 


que ya son aceptadas. Acabamos de conocer un dictamen judicial que restituye al dirigente sindical del 
Frigorífico PUL en su lugar de trabajo. Antes no había marco legal para hacerlo, y eso creo que ayuda a las 
relaciones laborales porque permite que la Justicia decida en estos temas. 


Asimismo, creemos que existen mecanismos para garantizar el derecho de los trabajadores no huelguistas. De 
hecho, en los últimos tiempos varias veces trabajadores presentaron recursos de amparo ante la Justicia 
exigiendo su derecho al trabajo y se les dio lugar; en general, los trabajadores ocupantes se retiraron. Esto 
pasa en la realidad el marco legal es otra cosa, y pasó muchas veces. Tenemos por norma no abrir juicio con 
respecto a las medidas sindicales; cada sindicato sabe qué medidas toma y cada empresario también, y cada 
uno obtiene los resultados en función de esas medidas. 


La Justicia también ha intervenido en otras ocasiones tema nuevo, que nos obliga a pensar un poco más allá, 
cuando sindicatos de base desconocieron acuerdos alcanzados por sindicatos por rama. En algunos casos, el 
Ministerio fue intimado por la Justicia para reinstalar ámbitos de negociación, planteos a los que no accedió 
porque se entendió que había un convenio colectivo vigente y no había nada que negociar con nuestra 
participación. 


Entonces, creemos que Uruguay está en una etapa superior, en otro nivel de discusión, y por eso, en los 
plazos que sean necesarios, pero con la mayor celeridad, tendremos que recurrir a otras herramientas, porque 
a la luz de cuatro rondas de negociación colectiva, todos hemos descubierto algún aspecto de la ley que 
puede ser mejorable, sin duda, con este objetivo de mejorar la calidad de la negociación colectiva en el 
Uruguay porque, efectivamente, las realidades cambian, son dinámicas y las leyes son sustituibles. 


Por lo tanto, sin movernos de nuestra concepción original, que fue también la que defendimos cuando fuimos 
parlamentarios, creemos que existen herramientas que pueden colaborar con una mejor calidad de la 
negociación colectiva, teniendo en cuenta, además, que la realidad del movimiento sindical no es la misma. 
En efecto, el PIT-CNT tenía en 2005 120.000 afiliados la gran mayoría trabajadores públicos, obviamente, 
porque no había muchas condiciones para sindicalizarse en el sector privado y hoy tiene 350.000. Una de las 
cosas en las que hemos venido trabajando con la OIT, con el Instituto "Cuesta Duarte" y con los asesores de 
las cámaras empresariales, es la necesidad de formar negociadores. En todas partes es preciso fortalecer las 
capacidades porque cada vez es más difícil negociar, ya que cada vez se negocian más cosas y más 
complejas. Nosotros queremos que eso suceda cada vez más porque queremos que la negociación colectiva 
se enriquezca cada vez más de elementos que contribuyan a mejorar las condiciones de trabajo, de seguridad 
y de salud. 


Permanentemente estamos requiriendo en los ámbitos de negociación el apoyo de los Ministerios del ramo. 
Hemos negociado en algunos sectores aspectos que tienen que ver con la salud de los trabajadores, a través 
de nuestra Inspección del Trabajo, para garantizar la salud de los trabajadores. Fue el caso de los trabajadores 
de los "call centers", los de la distribución de supergás y de otros sectores donde las modalidades de trabajo 
van cambiando y es nuestra obligación preservar la salud de los trabajadores. 


Entonces, esto nos obliga a interrelacionarnos cada vez más con otros actores del Poder Ejecutivo y 
seguramente mucho de esto termine en normas algunas deberán ser discutidas en el Parlamento para 
garantizar derechos, como plantean los empleadores, porque el mundo es muy dinámico y hay nuevas formas 
de organización del trabajo que deben discutirse. 


Hoy, en el marco del gabinete productivo, se han creado consejos sectoriales que creemos han sido un gran 
aporte al debate, porque los trabajadores participan en la discusión de las políticas públicas en materia de 
desarrollo en distintas áreas de la actividad productiva fundamentalmente industrial, porque este proceso ha 
sido liderado por el Ministerio de Industria, Energía y Minería, lo que les permite, cuando discuten en la 
negociación colectiva, contar con un conocimiento de la realidad del sector que los ayuda a negociar con 
mayor calidad. 


Esta es nuestra apuesta, la mirada estratégica que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social tiene en este 
tema específico; seguramente, en otros casos, tendremos otras opiniones porque en realidad hay una amplia 
gama de temas. 


Me parece importante compartir esta apuesta con la Comisión porque este tema ha adquirido un dinamismo 
muy importante y, en ese sentido, hay que estar permanentemente avanzando para mejorar los contenidos y la 


calidad de la negociación colectiva, y creemos que la ley puede ayudar. 


SEÑOR ABDALA.- Simplemente quiero hacer un comentario porque creo que estamos llegando a un 
punto donde empezamos a dar vueltas sobre los mismos argumentos. 


En esta intervención el señor Ministro se ha aproximado bastante, y nos ha dado pistas o pautas respecto de 
las dos preguntas que formulamos en el sentido de cuál es el temperamento del Poder Ejecutivo. 


Por supuesto que hace bien el señor Ministro, el Poder Ejecutivo, en apostar al diálogo. Sin ninguna duda el 
diálogo debe ser una actitud, una conducta permanente. Y específicamente aplicado el diálogo a la 
dilucidación de este asunto, creo que todos tenemos que contribuir. Cuando visitamos el PITCNT el señor 
Diputado Iturralde Viñas y quien habla acompañamos a una delegación del Directorio y se habló de este 
asunto, Richard Read propuso la alternativa de que en alguna instancia de negociación no digo que hablara 
estrictamente de esta que se va a cumplir en el mes de octubre o noviembre previa a dar estado parlamentario 
a una eventual modificación de la Ley de Negociación Colectiva pudieran participar los partidos políticos 
una representación parlamentaria, en el entendido de que estamos hablando, precisamente, de la revisión de 
una norma de carácter legal. Nosotros estamos dispuestos a eso. Personalmente, tengo la mejor disposición. 


Ahora bien: también es verdad que el dictamen o la recomendación acepto la disquisición terminológica del 
Comité de Libertad Sindical pide al Gobierno que haga determinadas cosas: que consulte a los trabajadores y 
empresarios, sin duda, pero también que tome medidas. Esto se expresa en el literal b) de las conclusiones. El 
Comité pide al Gobierno que en consulta con las organizaciones tome medidas para modificar la ley. Me 
parece que esto es bastante imperativo, bastante indicativo. 


Todo es una cuestión de equilibrio. Capaz que en ese justo medio es donde tenemos diferencias. Creo que es 
legítimo, sensato y sano que las tengamos. El Ministro ha dicho que si no hay diálogo, si no hay acuerdo, no 
manda el proyecto. Es un criterio. De todas maneras, me parece que hay etapas y plazos razonables para todo. 
Ojalá en treinta días o al 10 de noviembre tengamos un acuerdo y todos estemos votando también nosotros 
los ajustes a la Ley de Negociación Colectiva. Acepto que no estuvimos demasiado lejos y que, después de 
todo, las observaciones tampoco son dramáticas; tal vez la más dramática se corrigió a la hora de la sanción 
legislativa. Por eso es que las otras deben corregirse. Es razonable que se corrijan a partir de un acuerdo, y si 
no hay acuerdo, tal vez estemos en el plano de que se ha perdido cierta razonabilidad; no digo de parte de 
quién no importa: lo veremos en la dinámica de la negociación. 


Mi posición es que las observaciones o recomendaciones del Comité de Libertad Sindical deben encontrar 
satisfacción por parte de nuestro país en algún momento; y no digo el 10 de noviembre, sino en algún 
momento, aunque, a mi juicio, no puede sostenerse demasiado en el tiempo. 


Quiero hacer un brevísimo comentario con respecto a las ocupaciones. Creo que el argumento de que hoy 
tenemos otro escenario lo acepto y lo comparto, sin duda, de menor conflictividad que antes, inclusive menor 
que en 2005 y 2006, en cuanto a las ocupaciones seguramente, no en cuanto a la conflictividad general, 
ayudaría a disimular la situación. Pero tampoco hay duda de que el Decreto ha quedado desfasado y en una 
situación de absoluta contradicción con las pautas que ha fijado la OIT. La excusa si el señor Ministro me 
permite el término, dicho con el mayor respeto de que la Justicia ha fallado amparando el derecho de los no 
huelguistas me parece que, en todo caso, debería operar como una razón adicional para que el Poder 
Ejecutivo reconsiderara los términos del Decreto. Si la propia Justicia está diciendo al Poder Ejecutivo, a 
todos, que hay que garantizar el derecho al trabajo de los no huelguistas, a mi juicio, el Decreto debe ponerse 
a tono con esa circunstancia. Creo que no alcanzaría el razonamiento de que no importa que el Decreto no lo 
garantice porque después se puede recurrir a la Justicia. 


Por estas razones entiendo que el Decreto debería ser revisado. Más allá de la opinión que cada uno de 
nosotros tenga sobre las ocupaciones como una forma de huelga típica si se prefiere más eso que el concepto 
de la extensión del derecho de huelga, es evidente que esto es en blanco y negro. No hay duda de que el 
Decreto está a contrapelo de lo que indica la OIT. Por eso creo que el Gobierno lo tendría que revisar y, o 
bien derogar, o bien modificar aquellas disposiciones que hacen referencia específicamente a las ocupaciones 
de los lugares de trabajo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- No queremos polemizar. Es sabido que no estamos de acuerdo con la 
ocupación. Creo que es un hecho que va a producirse más allá de que la ley la reconozca o no; es un 
hecho que el derecho regula claramente. Sobre ese tema no vamos a ponernos de acuerdo. 


Quiero preguntar al señor Ministro si entiende que ha habido un cambio en la dirección de las políticas desde 
el Ministerio, en el sentido de que han dicho que no van a enviar ninguna norma al Parlamento si no existe 
consenso; la norma que hoy está objetando la OIT fue enviada al Parlamento sin que existiera consenso. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El señor Diputado Iturralde Viñas 
formula una pregunta que nos remite a una muy vieja discusión, en el sentido de si las cámaras 
empresariales se retiraron o no de la negociación anterior. Como el señor Diputado sabe mejor que yo, 
esta fue una larga discusión. El Poder Ejecutivo sostuvo que siempre estuvo abierto al debate con las 
cámaras empresariales. 


SEÑOR ITURRALDE.- Lo recuerdo particularmente porque en aquel momento la política del 
Ministerio era hacer reuniones cuatripartitas: a las reuniones tripartitas se invitaba a legisladores de 
todos los partidos para que pudieran saber qué se estaba discutiendo y no se sintieran descolgados 
cuando llegaran las normas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Entonces, recogiendo el conocimiento 
que el señor Diputado Iturralde Viñas tiene sobre este punto, creemos que con este criterio que 
defendemos estamos teniendo absoluta continuidad con las políticas llevadas adelante en el período 
anterior en materia de consulta a las organizaciones de trabajadores y a empleadores. Esa es nuestra 
interpretación. 


SEÑOR PUIG.- Quiero hacer una brevísima precisión. Acá se ha planteado que si la Justicia ha 
dictaminado levantar las ocupaciones, el Ministerio debería avanzar en el Decreto que hoy las regula. 
Yo creo que no siempre la Justicia ha laudado en ese sentido. El señor Ministro hacía referencia a que 
hace pocos días la Justicia laudó que se había producido un despido antisindical en el Frigorífico PUL; 
esto sucedió en varias oportunidades. Por lo tanto, los dictámenes de la Justicia van en ambos sentidos. 
Debemos tener en cuenta esto, de lo contrario, podemos tener una interpretación errónea de las 
diferentes situaciones que se dan. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero dejar constancia de que en nuestro país la jurisprudencia es libre, no 
obligatoria. Hay Jueces que fallan de una manera y Jueces que fallan de otra, pero la OIT es una sola y 
se ha pronunciado en un sentido inequívoco, absolutamente contradictorio a los contenidos del Decreto 
N* 165. Esa es una realidad grande como un templo; por supuesto, quien no la quiere advertir, no la 
advierte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, vamos a considerar los restantes temas, que están 
referidos al Frigorífico PUL, a la situación planteada por los empleados de la empresa Martinelli, a los 
curtidores, a la pesca y a una situación planteada por trabajadores del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social que tal vez esté superada a raíz de alguna diferencia con la Directora General de 
Secretaría. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Uno de los temas con respecto al cual 
nos vamos a excusar de dar alguna información es el relativo al Frigorífico PUL, dado que el Director 
Nacional de Trabajo se encuentra hoy en Cerro Largo, precisamente, en una entrevista con los 
trabajadores y los empresarios representantes de ese Frigorífico. Allí se originó un conflicto generado 
por un despido de un trabajador y por la discusión de algunos temas vinculados con un acuerdo sobre 
productividad se trata de acuerdos posteriores, licencias, libertad sindical, etcétera. En el marco de la 
discusión de ese convenio, se produjo un despido. Esto interrumpió la negociación y se produjo la 
ocupación. Una serie de trabajadores se presentaron a la Justicia mediante un recurso de amparo. Se 
levantó la ocupación y, al día de hoy, la Justicia restituyó al trabajador despedido. No podemos 
informar más sobre esto, porque el Director Nacional de Trabajo en este momento está en Melo, 


participando de una instancia. Entendimos que este era un tema serio e importante, por lo que el 
Director resolvió participar directamente de esta negociación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el señor Diputado Tierno viajaremos a Melo por el tema del Frigorífico 
Pul y a Río Branco por alguna denuncia con respecto a persecución laboral. El espíritu de esta 
Comisión es andar recorriendo el interior. 


Al señor Ministro le debe haber llegado un archivo de audio con respecto a los empleados de Martinelli S.A.. 
Aparentemente, el problema radicaría en empresas tercerizadas, con variación de personal, con horarios de 
trabajo de dieciocho a treinta y seis horas ininterrumpidas y persecución laboral. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- ¿En qué sector de la empresa? 
SEÑOR PRESIDENTE.- En portería y los furgoneros. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Tierno) 


SEÑOR PUIG.- Hubo un planteamiento de FUECI y del comité de base de Martinelli S.A., que 
plantearon una situación de salud laboral y de represión sindical en varias áreas, al poco tiempo de 
constituirse el comité de base de FUECI en Martinelli S.A.. Después que se había planteado al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social la afiliación de varios trabajadores a FUECI y se constituye 
el comité de base, es despedido un dirigente de nombre Carlos Sánchez. Finalmente, la DINATRA, 
comprobando la situación, plantea el reintegro del trabajador. Este había sido enviado al seguro de 
paro. Se planteó como fecha de reintegro el 1” de octubre, pero se encuentra en una situación de 
hostigamiento permanente junto al resto de los integrantes del comité de base; han tenido amenazas 
directas de que van a ser despedidos a través de mandos medios. 


Los trabajadores de esta área, porteros y choferes fúnebres, realizan servicios de dieciocho horas. Llama 
poderosamente la atención que luego de haberles comunicado que tenían que trasladarse a otro local de la 
empresa hayan llegado a trabajar treinta y hasta cuarenta horas en forma continua. Uno de los argumentos 
que esgrimió la empresa en la DINATRA es que el trabajador despedido, dirigente sindical, se había dormido 
en alguna oportunidad desarrollando su tarea, lo cual sirvió para demostrar porque había registros que el 
empleado había trabajado durante cuarenta horas, continuamente. 


En esta empresa no se respetan absolutamente ninguna de las normas legales vigentes. Los trabajadores nos 
decían que la DINATRA había planteado el reintegro del trabajador y había sido aceptado, pero que están en 
una situación de hostigamiento 


Nos preocupa todo este panorama, en el marco del trabajo, ya que el resto de las empresas fúnebres tienen la 
misma situación desde el punto de vista de la salud laboral, que es muy difícil. La Comisión vio un video al 
respecto y quedamos todos muy impactados. A esto hay que agregar la represión sindical. 


SEÑOR OLIVERA.- También nos llamó poderosamente la atención cómo no hay una clara definición 
de tareas. A estas personas que figuran como guardias de servicio, se las hace manipular cuerpos y 
trabajar con ellos. También hubo una denuncia muy fuerte de los furgoneros, que manipulaban 
cuerpos, sin saber el origen de la muerte, ya que no había certificados de ningún tipo y, después de 
haber trabajado con los cuerpos en condiciones no adecuadas, sin los instrumentos necesarios, se 
enteraban de qué había muerto esa persona. 


Esta es una situación bastante complicada, que trasciende al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero 
se debe tomar algún recaudo. Creo que en esto tiene una clara injerencia el Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se hará llegar la versión taquigráfica al señor Ministro, porque ayer 
concurrieron a esta Comisión. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Tomamos conocimiento de esto. 
Reitero que al no estar el Director Nacional de Trabajo, no conocemos estos detalles. 


Quiero aprovechar la oportunidad para decir que la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social 
inspecciona todas las denuncias que se realizan en todo el país, aun las anónimas. Es bueno que lo sepan y lo 
difundan. Más allá del rol de la Comisión, hemos tratado de hacer conocer a la población esto implica 
recursos económicos que a través del 08007171 se reciben todas las denuncias. En este caso, se trata de 
trabajadores organizados, pero en muchos casos se trata de trabajadores individuales que efectúan denuncias, 
y todas ellas son atendidas. La Inspección va a todos los lugares. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Quiero señalar que, en lo personal, siempre que he realizado 
denuncias, se han hecho las inspecciones correspondientes. He sido muy bien atendido por el Inspector 
Nacional de Trabajo y la Seguridad Social. Sí quiero marcar que quizás haya alguna deficiencia en el 
seguimiento. ¿A qué me refiero? A temas que son bastantes delicados, que he conversado con el 
Inspector Juan Andrés Roballo. Por ejemplo, he presentado denuncias con relación a personal de 
hotelería y gastronomía, sectores en los que hemos tenido dificultades porque pasaron a trabajar 
cuarenta y cuatro horas y como la patronal no lo acepta los hacen trabajar cuarenta y ocho horas en 
forma irregular. Muchos trabajadores se han rebelado y han sido despedidos; pero para el trabajador 
es muy difícil demostrar que su despido estuvo relacionado o que se negó a firmar por cuarenta y 
cuatro horas trabajando cuarenta y ocho. Para la inspección hay que coordinar el día que está 
trabajando las cuatro horas por las que no figura en planilla, y llegar justo en ese momento. Entonces, 
es muy difícil pensar que no fue el trabajador que hizo la denuncia, es notorio. 


Si se me permite, por el bien de los trabajadores de restoranes, de hoteles, de esa área, quizá lo bueno sería 
que invitemos a las patronales para mantener un diálogo, para instar a que se dé cumplimiento con esta 
reglamentación. Por ejemplo, me ha ocurrido que a gente muy humilde le he tenido que decir que mando la 
inspección por ejemplo, el sábado a la hora 11, hora en la que tendría que retirarse porque ingresó a la hora 7. 
Seguramente, se van a dar cuenta y eso va a traer como consecuencia el despido. Después hay que explicar 
que luego del despido va a ser muy difícil demostrar que fue indirecto, en uso abusivo del reclamo. Todas 
estas situaciones han llevado a que uno tenga que recomendar, como amigo, como compañero que se baje la 
pelota al piso y que se busque otra vuelta. No sé cómo debería manejarse esto, quizá con un gran operativo, a 
través de un diálogo con las patronales de esas áreas. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La intervención del señor Diputado 
Iturralde Viñas me permite aclarar una cuestión que creo es importante. 


En la Cámara de Diputados se votó un proyecto de ley con respecto al horario de este sector motivado por un 
fallo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Ese proyecto luego fue al Senado y cuando concurrimos 
a esa rama parlamentaria se nos planteó por qué este régimen horario no se había acordado en el ámbito de la 
negociación colectiva. Nosotros dijimos que no lo habíamos logrado porque no había voluntad de las partes, 
en particular de la patronal, pero que no teníamos inconveniente en hacer un nuevo intento, cosa que 
efectivamente hicimos con el apoyo del Ministerio de Turismo y Deporte que obviamente, como mencionaba 
al principio, conoce en detalle el funcionamiento. Lamentablemente aprovechamos la oportunidad para 
informar, no hemos logrado convencer al sector empresarial y ya nos comunicamos con la Presidenta de la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social de la Cámara de Senadores así habíamos quedado 
comprometidos para manifestarle que en nuestra opinión había que votar el proyecto de ley porque 
estábamos en una situación de intransigencia respecto a esto y no habíamos logrado convencer al sector 
empresarial que el régimen horario era el anterior. Por tanto, cuando se sancione la ley que espero sea a la 
brevedad, estará vigente el régimen anterior y se aplicarán las sanciones correspondientes a quien lo viole y si 
hay represalias, basta que nos avisen para tomar las medidas pertinentes. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- El régimen vigente es el de las cuarenta y cuatro horas. 
SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No porque no lo aprobó el Senado. 


(Diálogos) 


——- Podrá haber otra interpretación jurídica, pero quiero aclarar qué ocurrió en el Senado porque es 
importante y reafirma lo que expresé al inicio de mi exposición. Hoy la negociación colectiva es patrimonio 
de todos; los Senadores de todos los partidos nos pidieron que hiciéramos un esfuerzo más, nos avinimos con 
el doctor Barreto, se llevaron a cabo reiteradas reuniones pero no hubo acuerdo y lo informamos a la 
Presidenta de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social de la Cámara de Senadores. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Respecto a la negociación colectiva con los funcionarios públicos, pero 
en particular, con el último convenio suscrito con los funcionarios del Ministerio, algunos fueron 
redistribuidos y según consta en el convenio, no se iba a tomar nuevo personal sin antes llamar a 
aquellos que fueron redistribuidos. Según tengo entendido, dentro del Centro de Asesoramiento ha 
habido traslado de personal desde otras secciones por lo que se estaría violando el convenio que se hizo 
con la AFMIT. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No hay nuevos funcionarios en el 
Centro de Asesoramiento. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- ¿No hubo traslado de otras secciones? 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No. Lo que hay es una denuncia por 
persecución sindical contra el Ministerio, a partir de un convenio firmado. Se firmó un convenio, se 
acordó determinado procedimiento y luego se realizó una denuncia ante la Justicia por persecución 
sindical, desechada creo que en dos instancias. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Reitero el planteo que le formulé al señor Ministro al inicio respecto a 
que a la brevedad podamos discutir sobre otros temas pendientes: condiciones y medio ambiente de 
trabajo, consejo de salarios, negociación colectiva con los públicos, denuncias de COFE, ley de 
abreviación de juicios laborales. 


(Diálogos) 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Acaba de aprobarse la ley de 
abreviación de juicios laborales por unanimidad en el Senado, luego de estar detenida durante largo 
tiempo. Creemos que este es un hecho político importante porque hubo consenso. Nuestra solicitud, 
con humildad y modestia es que se apruebe lo más rápido posible en esta Cámara. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Al respecto quiero decir que hace más de un año solicitamos que se 
nos enviara el proyecto de ley que no nos consta; informalmente lo tenemos. El señor Ministro nos dijo 
que el señor Subsecretario se iba a comunicar con nosotros para ponernos al día, pero no lo hizo. Se 
reunió la Comisión habíamos quedado que podíamos participar en la Comisión pero, luego, el señor 
Subsecretario formuló declaraciones señalando que el tema se estaba demorando en el Parlamento, 
pese a que había participado en la discusión en el período anterior y se había señalado que se iban a 
declarar las inconstitucionalidades que finalmente se presentaron. Pero el atraso no es atribuible al 
Parlamento. Luego de las afirmaciones de que la demora era por el Parlamento, no vi ningún 
desmentido en los diarios. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No hice ninguna referencia a atrasos. 
Simplemente, solicité la mayor celeridad posible en el tratamiento de un proyecto de ley, cuyo 
tratamiento estuvo detenido en el Senado de la República durante meses. La referencia a los tiempos 
fue porque la Comisión de Constitución y Legislación del Senado creó una Subcomisión para analizar 
este proyecto de ley, pero no sesionó durante mucho tiempo, hasta que se modificó su integración y, 
finalmente, se aprobó el proyecto. Las consideraciones del señor Subsecretario y de quien habla fueron 
realizadas en función de que el Senado tenía detenido el proyecto. Si de eso puede inferirse otra cosa, 
me parece que es una discusión diferente. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Le consta al señor Ministro que esta Comisión se interesó por el tema, 
pero no se obtuvo el resultado reclamado, que se lo pedimos al señor Subsecretario, al señor Ministro 


en reiteradas oportunidades. Lo obtuvimos informalmente y no pudimos tratar esta iniciativa porque 
ingresó por el Senado. Me parece que esto se podría haber evitado porque esta Comisión ya estaba 
empapada del tema y el Senado, no. Quizás lo que se quiso hacer y esto es letra y música mías es 
ningunear a la Cámara de Diputados, que el tema nos llegara resuelto desde el Senado. Se ha hecho en 
reiteradas oportunidades. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- No fue nunca la intención ningunear a 
la Cámara de Diputados y menos nosotros que fuimos Diputados. 


SEÑOR PUIG.- Queremos trasladar una inquietud al señor Ministro, no para que nos conteste ahora, 
acerca de la curtiembre DAGELIR S.A. La UOC, que concurrió ayer nos planteó la situación compleja 
de ochenta trabajadores de Juan Lacaze. Aproximadamente, treinta de ellos no tienen derecho a 
seguro de paro, y nos gustaría analizar este aspecto. También, nos manifestaron la inquietud de 
mantener la viabilidad de la industria. Debido a nuestro desconocimiento de la situación se nos 
generaron algunas dudas en cuanto a los números de la empresa. Cuando concurrió el señor Ministro 
de Industria, Energía y Minería a la Comisión se refirió a esta empresa, que exporta en el orden de 
US$ 1:000.000 por año. Nos gustaría que el Ministerio nos proporcionara información para evacuar las 
dudas que tenemos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La información que yo tengo respecto 
a esta empresa, cuyos trabajadores se acercaron al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, es que la 
situación que vive se debe a los precios internacionales de la carne y el cuero. Básicamente, trabaja con 
partes de cuero, desechos, lo que se llama la garra. Recuerdo que algo similar pasaba en un frigorífico 
de Fray Bentos, que trabajaba con los retazos que iban quedando de la faena. Los costos son tan altos 
que se desfasan del mercado. También pasó lo mismo en una fábrica de Corned Beef, que durante 
mucho tiempo estuvo cerrada y en el período anterior la compró Marfrig. Creo que hoy está 
trabajando. 


Nos comprometemos a comunicarnos con los Ministerios de Industria, Energía y Minería y de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, para analizar este tema. Me parece que esta situación responde a un aspecto comercial, 
de pérdida de competitividad por los altos costos de la materia prima. Los precios de la carne terminan 
perjudicando a industrias colaterales que utilizan materia prima que proviene de ella. Otro elemento claro que 
nos llevó a aprobar un decreto especial sobre la industria frigorífica fue la baja cantidad de animales en 
condiciones de ser faenados. 


SEÑOR OLIVERA.- Quiero señalar que no se plantea la falta de materia prima por no existir en el 
mercado, sino porque se la están llevando los argentinos, a dos o tres veces de su valor, lo que permite 
la supervivencia de la empresa; si tuviera que competir con esos precios, sería inviable. 


Básicamente, nos plantearon dos situaciones que se pueden dar, que nos deben preocupar a nosotros como 
legisladores y al Gobierno como tal. Hasta que no existía esa fábrica, esos desechos significaban un costo 
adicional para las curtiembres, que tenían que encargarse, con un estricto control del medio ambiente, de 
dónde se tiraban y cómo se procesaban. Hoy, les preocupa que, después de liquidada esta empresa, se den dos 
situaciones: que la empresa que se los lleve sea la que fije el precio al no haber un lugar donde procesarlos o 
que vuelva a hacer un costo adicional para las curtiembres. 


Por lo tanto, además de estar preocupados por la situación de los trabajadores, estamos preocupados por la 
viabilidad de la empresa, que no se debe a un mal manejo, sino a un costo excesivo de la materia prima que 
procesa. No obstante, hay un tema puntual que debemos resolver rápidamente. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Simplemente, quiero decir que estas 
situaciones se plantean en forma reiterada, y a veces se debe a costos excesivos, a la falta de materia 
prima o a decisiones empresariales. Hace pocas semanas atrás se nos planteó la situación de la empresa 
JANKA de Cardona, filial de la empresa Alpargatas, que decidió retirarse. Finalmente, llegamos a un 
acuerdo para que los trabajadores pudieran seguir utilizando la planta. 


Considero que en muchos aspectos estamos asistiendo a un proceso muy dinámico. En mi opinión, algo que 
ha ayudado y ha sido muy útil es el funcionamiento del Gabinete Productivo, porque estos son típicos temas 
de abordaje de múltiples Ministerios. Por ejemplo, allí discutimos el decreto para los trabajadores de la carne, 
el tema del citrus en el litoral, donde muchas veces los trabajadores no alcanzan los jornales necesarios para 
acceder al seguro de desempleo. 


Nosotros estamos dispuestos a brindar toda la información que tengamos y a recibir todas las propuestas que 
puedan surgir. Obviamente, estos temas están en el marco de los acuerdos comerciales del MERCOSUR y, 
por lo tanto, implica un abordaje muy grande. 


SEÑOR OLIVERA.- Por último, quiero señalar que los trabajadores nos dijeron que con solo el 25% 
de lo que se llevan da para mantener la planta trabajando. Además, en el Gabinete Productivo se 
planteó que se exploraron alternativas, pero que esa actividad sigue siendo inviable debido al precio 
que se paga en el mercado a partir de que los argentinos empiezan a intervenir en la compra del 
desecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su visita. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


